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II.i. Lá JHTERVIMClUM PUBLICA EM LA ECOMQHIA EM EL ESTAPO 
SOCIAL Y DEMOCRAT ILL) DE ÜEftglIHQ 

El significado de este capítulo no es el de precisar 

ñeramente el sarco constitucional en el que se desarrolla 

la politic» de reconversion sino que debe permitirnos 

•ostrar como dicha intervención pública es exponente de 

la función estatal sobre la econonia que caracteriza al 

Estado social en una sociedad avanzada. Por ello vereaos 

COBO esta intervención no encuentra su fundamento en una 

apelación genérica al interès publico, sino que responde 

a la division de tareas entre Estado y aereado que se 

deriva del orden constitucional * En consecuencia ia 

habilitación de la mencionada ordenación económica no ae 

fundaaenta en títulos preconstituidos, propios de un 

sísteaa preconstítucíonai, sino que corresponde a ios 

coaetidos que caracterizan a la posición del Estado en ia 

econoaia. El parámetro constitucional «arcará las pautas 

de esta intervención; asunción de ia tarea de dirección 

del proceso pero con participación de ios particulares, 

poder de Imperium aodulado con procedimientos negocíales, 

control social de ia asignación de recursos públicos a. 

11.1.1. i HTKUüULLIUn 

Antas de exponer los fundamentos constitucionales de 

la intervención pública en la econoaia hareaos un breve y 

1 El tema del papel del aereado en el desarrollo de la 
civilización ha sido objeto de estudio sistemático por 
parte de diferentes autores, señaladamente BRAUÜEL. 
Véase, entre otros trabajos, su obra La d mágica—úa l 
capitalino. Bologna, 1988 (edición italiana). La 
referencia bibliográfica podria ser auy aapiia si 
atendiéraaos a os trabajos relativos a distintos paisas. 

* Una exposición da los rasgos característicos de la 
Administración económica actual» en MARTIN RET0BT1LL0, 
S-: DprflchQ Adainiatrativo. oconóaico, op. cit. pág. 56 y 
sa.; y MARTIN MATEO, R.; Daraehn adainiatrativQ 
tCOBÓaiCB. Madrid, 1985; LAUBADERE. A. da y DELVOLVE, P.: 

Paria, 1988. 
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rápido repaso a ia transforaacion da las funcionas del 

Estado en la economia, que nos permitirá enmarcar el 

significado da los preceptos constitucional»» an su 

«entorno sociotconouco. Se trata aeraaante da unas 

pinceladas introductorias ya qua as una cuestión 

suficientemente debatida, tanto en la literatura 

económica COBO jurídica. 

Para explicar #1 «órlelo de funcionamiento de las 

relaciones entre Estado y sociedad es útil hacer una 

breve referencia ai modelo anterior en tanto dicha 

contraposición permite exponer ios rasgos definidores del 

sistema econoaico contemporáneo. 

La concepción liberal clasica parte de la separación 

entre Estado y sociedad, concebidos aabos COBO sisteaas 

dotados de una gran autonoaía a. En este aarco el 

principio rector del Estado en el cupo económico se 

sintetiza en la celebre expresión iaissez faire . fel 

Estado tiene asignadas unas funciones limitadas a ia 

garantía del orden politico necesario para el libre 

desarrollo de la iniciativa privada. La iniciativa 

pr-vada encuentra en el aereado su aecan isao de 

autoregulacion y coordinación de las decisiones 

económicas descentralizadas. El aereado funciona COBO 

lugar da aediación y coaposición de ios diferentes 

lntOF6898-

La intervención estatal es externs, da caràcter 

subsidiario, temporal y parcial. Esta se instrumenta 

fundamentalmente mediante la adopción de aadidas de 

protección dai aereado (arancelas), dotación da 

infrastructures indispensables para al sistaaa productivo 

* Separación entra Matado y Sociedad qua está an la basa 
da la distinción antra Derecho público y Derecho privado. 
Vid., antra otros, GáLGáMQ, P.: "Pubbllco a privato nalla 
regolazione dai rapporti econoaici , Introduzíone al 
IrauaLu di Pinito Coitrciilt t ái DÍTÍUQ—PubPlico. 
d e l j IcfliitMil. Padova. 1977, paga. 5 6 - 0 3 . 
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pero no rentables, creación de servicio« asistenciales 

para las clases BES necesitadas (benefíciencia; y 

subsidios a determinados sectores económicos *. 

La autonomia entre economía y política tiene su 

reflejo jurídico en el orden constitucional. Las 

Constituciones del siglo XIX estan desprovistas de toda 

referencia a la esfera de lo económico. 

La función de la Constitución es garantizar el 

derecho de propiedad y las libertades de comercio e 

industria. En este contexto el derecho de propiedad se 

configura COBO ' sagrado e inviolable y del cual nadie 

puede ser privado si no es que la necesidad pública, 

legalment© constatada io exige evidentemente B . No «e 

encuentra ninguna mención a la economía en la Declaración 

de derechos de ¿6 de agosto de 1789, sin duda porque la 

libertad económica era para la burguesía constitucional 

algo tan natural que ni siquiera había que garantizar e . 

La Constitución de Cádiz de 1812 no contiene una 

declaración de derechos pero sí incluye una referencia a 

la propiedad. En dicho texto io Bis relevante en relación 

a la esfera de la econwnia es la atribución a las Cortes 

* In la Constitución de Cádiz estaba expresamente 
prevista la necesidad de promover y fomentar toda 
especie de industria y remover ios obstáculos que la 
entorpezcan". Dicho precepto muestra el marco 
socioeconómico en el que se elaboró el texto 
constitucional. Vid, especialmente, VICENS VIVES, J.: 
fc*»A^fciiil» Mi fcmA^fc—Mj¿iM.A^mA« JL—ii— » M.lJULtiA¿Jm^LjfcJ»M».- i4iH mlJa^iJSmeÁMmmm JC .mmmJBmHUmJmJkJEáJm 9 

Barcelona, 1959. Señalaremos como dato ilustrativo de la 
preocupación de los constituyentes gaditanos la 
referencia a la necesidad de remover los obstáculos que 
entorpezcan el desarrollo de la industria. Un siglo y 
medio más tarde la misma expresión irá referida a la 
igualdad de los ciudadanos (art. 9.2. C E . y art. 3. 
Constitución italiana). 

* art. 17 de la Declaración de Derechos del Hombre y del 
Ciudadano. 

* Vid, enire otros, SOBOUL, á.: La revolución francesa, 
Hadrid, 1978. 
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da un conjunto de competencias en orden a la consecución 

de la anidad jurídica y ecbólica dai territorio y sobra 

todo destinadas a transformar las estructuras económicas 

del Antiguo Regimen '' . 

Esto ausencia de referencias al arden económico en 

ios textos constitucionales comporta la necesidad de 

acudir a los diferentes Códigos para comprender la 

regulación de las relaciones económicas • , 

La limitada intervención pública en la esfera 

económica es correlativa a la configuración da los 

derechos individuales COBO posiciones inviolables, COBO 

áreas de autonomia en las que el Estado debe abatanarse 

de intervenir, limitándose a reconocer dicha posición 

subjetiva. 

La evolución del sisteaa capitalista y sus sucesivas 

crisis ponen de manifiesta la función del Estado en la 

estructuración del sisteaa económico y la insuficiencia y 

debilidad del merca-Jo coma mecanismo autoregulador. Esta 

transformación discurre de forma paralela a la demanda de 

bienestar. La necesidad de dotar de contenido material 

los principios rectores del orden liberal, libertad, 

igualdad y seguridad encuentra su traducción jurídica con 

la plasmación en los textos constitucionales de los 

llasadoa derechos sociales, cuya finalidad 

un sistema de prestaciones sociales. £1 Estado 

tradicional se sustentaba en la justicia conmutativa, el 

Estado sjcial se sustenta en la justicia distributiva. El 

V M H * i í »* W $ t # * SSuUBMBMSMB%riBMBW 

ConstitucionaliaBQ MyttaílíLL_-Msdrid, 1984. En relación a 
la concepción de la propiedad COBO dominio absoluto e 
ilimitado sobra los propios bienes. Vid, por todos, 
RODOTA, S.: La propietá e le prcpietá , en el volumen 

V* * * A f p A M VP J p W * ** m B U W t * eWéVMWBHmJNNMMUMMhJ^ 

atUYitá private. Bologna, 1977; 11 tarriblo Darocho. 
Estudios sobre ja propiedad privada. Traducción y prólogo 
de DlEZ-FICáZO, L., Madrid, 1987. 

• CLáVEtO, B.: op. cit. 
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primero asignaba derechos sin mención de contenido, el 

segundo distribuye bienes jurídicos de contenido 

•aterial; mientras que aquel era fundamentalrente un 

Estado legislador este es fundamentalmente un Estado 

gestor • y *° Al Estado se le asigna una tarea de 

contenido positivo que siguiendo a FOKSTHOff podemos 

sintetizar con el término "dsseinsvorsorge" o procura 

asistencia! **. 

• Vid, e n t r e o t r o s , GARCÍA PELAYO, H. ; L u 
L CBilSl tf fllaC ¿IflO-SS ,—flCl fcSlaflO—CQn faBBPPrftflCQ« Madrid. 1H77. 
pá f . 28 . 

*° lieneralments se considera que la Constitución de la 
República de «»mar de 1919 significa por primera vez el 
reconocimiento de un conjunto de derechos sociales 
(subsidios por desempleo, contratación colectiva y 
limitación de la jornada laboral, derecho a la salud, a 
la educación...). Asimismo en dicho texto aparece la idea 
de función social de la propiedad privada como plasmación 
de la preocupación por la utilización y el destino de los 
bienes, creando la relación de funcionalidad entre el 
bien privado y la colectividad. Vid. CAVALLO, B. y 
i u l n i v t \s , • l3UssJJJsVáwya>S hL·mm^JmtMmmmJmiàaJmum mfc«eBfcMiaateA^ja«a*%—•—Jai^Ja A KJBMaa*àJaUw"Ss^at > 

Hi laño, 1883, pig. 31. Sobre los antecedentes del 
concepto de Estado Social, OARRORENA MORALES, A.: H 

PtlTflGhQ. Madrid, 1984 (II ed.) pAgs. 30 y ss. Cabe 
recordar que la elaboración doctrinal sobre el Estado 
Social es obra de los juristas germanos de los tiempos de 
Weimar, BASILE, S.: Los valores superiores, los 
principios fundamentales y loa derechos y libertades 
• j r i e a # * * w » * » w f w a t eMlBMMMMMiNBMaMHlkBnM& 

ailtOBátlCQ. dirigido por los Frfs. PREDIERI, A. y GARCIA 
de ENTERRIA, E , Madrid 1880, pig. 254. Este autor pone 
de relieve la ausencia de la expresión en los psises 
anglosajones. También BASSOLS, M. destaca este fenómeno y 
considera la Constitución de Weimar como el intento 
moderno de renovación del constitucionalismo económico, 

saaflBwsVémUBMlMsA $ * • •**# a, *• ** A <* w %* $ *# sama, • w a* 

y 28 respectivamente. 

11 FQRSTMOFF, E.; La procura asistencial como tarea de 
la Administración moderna", texto publicado inicialmente 
•n 1838 y mis recientemnete en Sooi«ri»d industrial x 
AdntniítraciQn Pública, Madrid, 1967. Una exposición de 
este planteamiento se encuentra en MARTIN-RETORTILLO, L.: 
La configuración jurídica de la Administración y el 
concepto de daseinavoreorge . B.A.P.. 1962, 38, pégs. 35 
y ss. 
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La crisis de W¿W pondria de manifiesto con toda su 

crudeza la inestabilidad del sistema ia y la 

consiguiente necesidad de dotar a ios poderes públicos de 

los instrumentos necesarios tanto para la regulación del 

ciclo económico como para dirigir el proceso de 

desarrollo *». asi» en «i orden económico-político que 

emerge de la Segunda Guerra mundial la función del Estado 

como garante de la estabilidad del sistema económico y su 

papel en la distribución de la riqueza constituyen un 

lugar común de la literatura políti -económico. Cuestión 

diferente sera «1 contenido concreto, la amplitud y los 

instrumentos de la intervención pública, campos en loa 

que las diferentes escuelas de pensamiento diferirán. 

El libre funcionamiento del mercado no asegura una 

suficiente tutela del consumidor, no solamente en los 

aspectos relacionados con la salud física y mental, sino 

tampoco en cuestiones de naturaleza económica. No 

garantiza tampoco necesariamente una eficiente asignación 

12 Vid John H. KEYNFS, Teoria general de la ocupación, el 
migres Y el difiera. FCE, Néxieo, 1943» la. ed. en inglés, 
193b Sobre la inestabilidad financiera d«i capitalismo 
son de destacar ios trabajos de Hyman M1NSKY, entre 
otros: Central Banking and Honey Market Changes en I M 

19 Instrumentos de regulación y estabilización del 
proceso económico cuya eficacia se ha puesto de nuevo de 
relieve recientemente con motivo de la crisis bursátil de 
octubre de 1987. Este acontecimiento ha mostrado la 
necesidad de proseguir de forma decidida con el hasta 
ahora tímido proceso de coordinación de las políticas 
económicas de los países más industrializados. Como 
LINDBECK, A. habla ya puesto de relieve, las políticas de 
estabilización practicadas a escala nacional no funcionan 
en una economía abierta . Vid en Política de 
estabilización en economías abiertas con comportamiento 
politico endógeno , 1978, publicado en España en ROYlata 
fgglflolg dC Econoiii enero-marzo 1980 págs. 109 y mm. La 
progresiva integración de los mercados requiere una 
coordinación de las políticas económicas. Vid. entre la 
amplia literatura económica existente los diferentes 
trabajos publicados recientemente en I.c.l.• 1988, 858, 
dedicado monográficamente a dicha cuestión bajo el titulo 
expresivo de "Cooperación versus competencia , asi coso 
el número monográfico de economia internacional publicado 
*#•§ * v s a m M U y U l a M l H H ^ * * * w w w • 
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de los recursos, ni la distribución de la renta que se 

deriva de una deterainada estructura de la propiedad 

tiene que ser necesariamente inautable. Ademas no parece 

que el sinple criterio del beneficio pueda determinar una 

correcta asignación de los recursos y evitar las 

externalidades negativas **. Los intereses del conjunto» 

de la globalidad, del propio sistema capitalista en su 

desarrollo actual requieren instituciones de 

racionalización del proceso productivo **. 

La extensión de las funciones econonicas del Estado 

se produce en un doble sentido, COBO regulador del 

proceso económico y COBO agente directo. Función de 

regulación que no debe ser entendida meramente en el 

sentido de ordenar el anbito de actuación de los 

diferentes agentes sociales y articular las relaciones 

entre sujetos públicos y privados sino en el sentido ais 

aaplio de tarea de dirección, iapulso, de estructuración 

del desarrollo del proceso econóaico. Ls asignación de 

dicha tarea al Estado se corresponde con la función de 

aediación que tiene asignado en la compleja sociedad 

contemporánea *•, 

l* Aunque la noción de externalidad es antigua - A. 
Marshall y A.C. Pigou - su aplicación a fenómenos que 
vienen a cuestionar los liaites de intervención de los 
Estados es ais reciente, en este sentido son ejemplares 
loa casos de lluvia acida sobre los bosques europeos 
provocada por la emisión de gases tóxicos en 
centroeuropa, la destrucción de la capa de ozono o la 
proliferación de catástrofes ecológicas en aguas 
internacionales. Este tipo de externalidades negativas 
exige una creciente coordinación en las políticas 
reguladoras entre los distintos Estados La corrección de 
fallos del aereado capaces de afectar a externalidades 
negativas coao las descritas constituye una nueva 
dirección en las tareas de regulación de los aodernos 
Estados. 

1 0 En este sentido M0R1SI, M. se refiere a la función 
econóaico estructural del Estado, en "Aspectos esenciales 
de la relación entre Estado y eoonoaia en una 
Constitución de la crisis", en La Connti tue ion oapañola 
dl 181B,, op. oit. pág. 371 (nota 23). 

*• LOMBARDINI, S.: Deaocrazia e ••rosto. 11 principio di 
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Realizadas esta« breves y genéricas consideraciones 

exaamareaos el reflejo que este estado de la cuestión 

encuentra en nuestro texto constitucional, fero antes 

quisiéramos trazar unas pinceladas sobre el contexto 

politico-ecunoaico en el que se elaboro nuestra norma 

funúanentai ya que cono se ha puesto de manifiesto 

reiteradamente toda Constitución es el reflejo de la 

realidad del país y de la correlación de fuerzas 

existentes *7 

El primer rasgo característico de dicho «arco lo 

constituye el proceso de transición de la dictadura a la 

democracia ya que COBO ha indicado DE ESTEBAN "toda 

Constitución se elabora cao contrapunto al régiaen 

anterior ' *••. 

El segundo rasgo definidor es la eclosión de la 

crisis económica, que en nuestro pais es afrontada con 

retraso respecto a las economías de nuestro entorno, 

debido a las circunstancias politic** *•. Asi el proceso 

naggioranza relia evoluzione del sisteaa politico e del 
sistema económico , en DtBQCriglli— BtÉglOElfUa i. 
ainoi-inct • Bologna, 1961, pig. 88 y ss Sobre el 
fundamento de la aapliación de las tareas asignadas a ios 
poderes públicos, Vid, entre otros, PADILLA SIERRA, A 
El podar ejecutivo y la Ordenación económica en 

CanaUUciQn Y tconoaia, 1977, pág. 390. Una síntesis auy 
buena de la evolución de las funciones económicas del 
Estado y su reflejo en el constitucionalisao en BASSOLS, 

«BMBtAayBayBMaJU * '"'Ir * V A W « j f m^m • m* + 

a 60. 

1 7 Una exposición de la cuestión relativa a la relación 
entre constitución jurídica y realidad política y social 
en HESSE, R. : Escritos Ú% Dtrtchg CQnaUtuClQnfll, Madrid, 
1983, págs. 64 a 79. 

*• En DE ESTIBA«, J. y LOPEZ GUERRA, L. con la 
colaboración da ISPIM, i. y ÖARCIA MORILLO, J.: II 
.-egiBon constitucional napañoi, (vol. I), Madrid, 1980, 
pag. 49. Sobra al procaso da transición, M0R0DO, R.: La, 
transición pnlltjiqa. Madrid 1884; MARA VALL, J.M. L A 
aKJaUMBMBMBJalJBta " B l l t I V I $ • * " • • 

1 8 MARTI HEZ SERRANO, J.A. ad altri: EcQnoai a fllPlflo la» 
íaao-iflan. Valencia, 1S83. Vid. también Capitulo X y 
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constituyente •• aborda da íorea siauitinea a la reforaa 

da loa aecanisaos da foreuiaeión • inplenemación de la 

política económica Esta transíoraacion se haca tanto ais 

necesaria cuanto que da lo que se trata aa de crear el 

instrumental preciso para que el Estado pueda desarrollar 

una política de estabilización, es decir, una actuación 

anticiclica * «•**«••«««»»• ao 

Asi aisao, la especificidad de la crisis econóaica 

en nuestro país puso de aanifiesto la necesidad de 

asignar al Estado la tare* de redistribución de la renta. 

Esta no puede llevarse a cabo aeraaente a través da la 

negociación salarial entre trabajadores y empresarios 

sino que es necesaria la función de intermediación dal 

Estado a traves de la política impositiva y 

presupuestaria *l Asi, en la transición política 

española se asiste a un proceso de asunción por parte del 

Estado de la tarea redistríbuidora, a través de los 

ingresos y gastos públicos, desplazando el e 

la redistribución desde el áabito privado (excedentes 

empresariales vs. raaunaraciones de los asalariados o 

distribución funcional da la renta) hacia «i áabito 

público (distribución personal de la renta). 

Esta paralelisao entre crisis política y crisis 

econóaica no obedece solaaente a un factor puraaanta 

coyuntural da tipo politico, la auerta dal dictador, sino 

qua ia propia resolución de la crisis econóaica requiere 

adoptar un nuevo aarco institucional, radafinir la 

bibliogratia citada. 

*° PASTOR, á.: anta al priaer programa aconóaico del 
Gobierno Suáre«", Hil.fruloa, 1878, 8, pág. 65 
(aspeeialaanta nota 11). Este autor pona da rallava qua 
el principal probleaa del sisteaa tributario no solo la 
falta da progreaividad cuanto ai hacho da qua su 
estructura no peraitia utilizarlo ooao un instruaanto de 
política econóaica. 

** Vid . especialmente, FUENTES QUINTANA, E.: "Algunas 
conclusiones de las tres experiencias italianas". 

http://Hil.fr
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relación entre política y economia, establecer los cauces 

de relación entre ios agentes sociales. Coso ha afinado 

FUENTES QUINTANA en este supuesto la economía necesitó de 

ia política aa. La necesidad de abordar reformas 

estructurales de forma paralela a ia elaboración del 

texto de la Constitución explica el contenido de los 

Acuerdos de la Moncloa, documento en el que se plasman 

ios elementos básicos del nuevo orden constitucional, 

junto ai programa de saneamiento económico aa. 

aa FUENTES QUINTANA, E.. La crisis económica española" 
en Papeles Is Econoilaa ilglfloll. 1. 1980, Economia y 
política en ia transición democratrica española." sn 
fc'ensamcntQ lbaroa».arícano. 1, 1982. Es opinión 
generalizada en los analistas económicos de este periodo 
que el diferencial español de la crisis económica tiene 
su fundamento en la estructura político-económica del 
pais (sistema financiero, marco de relaciones laborables, 
política fiscal, rigideces en los mecanismes de 
asignación de los factores,...), 

2 9 Como es bien sabido, los Acuerdos de ia Honcloa están 
formados por dos documentos: Acuerdo sobre el Programa de 
Saneamiento y Reforma de la Economia firmado por todas 
las fuerzas políticas parlamentarias el dia 2ö de octubre 
de 187? (política de saneamiento económico, reforma 
fiscal, control del gasto público, política educativa, 
urbanismo, seguridad social, reforma del sistema 
financiero, política agraria, política energética, entre 
otras)i y el Acuerdo sobre el Programa de Actuación 
Jurídica y Política firmado por todas las fuerzas 
políticas con excepción de Alianza Popular, el día 27 de 
octubre de 1977 (derechos y libertades, reforma del 
Código Penal, Código de Justicia Militar,...) Este doble 
contenido y su significado de acuerdo sobre las bases del 
nuevo orden constitucional y económico caracterizan estos 
acuerdos como un pacto político y no como un pacto 
social. La no participación de los sindicatos y 
organizaciones empresariales en la elaboración y firma de 
ios mismos obedeció entre otras causas a su insuficiente 
grado de institucionalización, dado que su legalización 
se habla producido pocos mames antes de las 
negociaciones. Estos elementos diferencian los Acuerdos 
de la Honcloa de otras experiencias coetáneas de 
concertación social. La utilización del término "acuerdo 
y no "pacto" para referirse a los mismos obedecerla a 
esta substancial diferencia. Sobre el proceso de 
elaboración de los Acuerdos de la Honcloa Vid.. TRULLIH, 
** * • smMaMalmaMBlsmaeai mk , lalJfcw-.MM^fcasfci^ J | g , i M i i i A A J a A A á ^ s V . » ~ A 

política BcanásÚBi do loa Acuerdo» da la Honcloa, tesis 
doctoral, Barcelona, mayo de 1989, vol. II. 
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Con «ate bagaje podemos abordar el análisis del 

instrumental jurídico del gobierno de la econonia 

disertado por "una Constitución de la crisis" que "tiene 

raíces legislativas y culturales profundas" a*. Nuestra 

Constitución econoaíca parece en este sentido una 

fotografia ya que recoge el estado de la cuestión del 

debate actual entre política y economía. Su contenido 

plasaa el aodelo de econoala nixta característico del 

capitalistic- avanzado vigente en los países 

industrializados en esta segunda sitad del siglo XX at» 

Se trata, cono ha indicado algún analista de una 

Constitución realista a8. 

Pero la tona en consideración de las circunstancias 

de una época no signitica olvidar el carácter normativo 

de toda Constitución, carácter noraativo que significa 

que esta ordena y conforma a su vez la realidad política 

y social alr. Por ello no es posible hablar de una 

»« MüRISI. M op. eit.- Vid. el titulo del trabajo de 
dicho autor y pág. 387, 

as ESCRIBANO señala que la idea de que la Constitución 
española recoge en sus preceptos, aunque sea en parte, la 
situación ecunoaica en _jmtax en el aoaento de su 
elaboración es una constante en todos los autores que se 
tian ocupado del teas, en El orden económico en la 
Constitución española de 1978 R.E.D.C.. 1985, 14, pág. 
101 (nota 43). Los Acuerdos de la Moncloa fueron un 
antecedente importante en el ámbito de la estrategia 
econóaica plasmada en la Constitución, en especial en lo 
que concierne al articulo 47 de la C.i. Vid. TRULLIN, J., 
op. cit., Cap. IV, Apartados 2a y 3a. 

*• DE ESTEBAN, J. en gp, a t , peg. 33. 

*"* El valor noraativo de la Constitución española es 
cuestión pacifica en nuestra doctrina, seguramente por la 
decisiva aportación del profesor GARCIA DE BNTERRIA, E. 
•n el trabajo "La Constitución coao noraa jurídica 
publicado priesro en Anuario, de Pincho—CJxLL abril-
septieobre. 1878, S. XXXII, fase. II y III. págs. 281 y 
ss. y luego en la obra colectiva dirigida por esta autor 
conjuntamente con PR1DI1RI, A.: La Constitución BSPanola 
át—JJZI. Madrid, 1980. la ed. (2a ed., 1881) pag. 81 y 
ss. e incluido f «a l i sa • • • 1 1 l » w w l l aBMBV>^aa«MyUyBJŝ ^ 

WmmtammmmJkJkmiiEtmmmmÉm^ W*>MmiJmJEuimJkvtBÍE^mkmMmmb^k^ O«**!» all a *ww* $ f S ww Jf 9m * 

Esta concepción presidirá desda al priaer aoaento la 
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Constitución neutra ya que estariaaos olvidando la 

función "constitutiva" y con ello su función de 

legitiaación del nuevo orden social *•. 

i í l i. cUHPAüfcMTQ—u'ÜM^Il TUi'lÜNAL—-M&_ LA INTERVENCiun 

% TínM¿iWÉ » Tai Q i i MÉMMI «SÉmmk JAWkMUtAim màiuimiMlk » » A É A M A I mtaMufamm&Lm « » t a E £ * J a U S h i a a ^ e A * e » j a . ^ f c i a a ¿ f l ....m.»! ^ fcJMUí- ••iidaEwEa 

Utilizárseos el teraíno dirección en el sentido de 

orientación, lapulso (" indirizzo ' ). pero teniendo sieapre 

presente que en un sisteaa econoaico COBO el nuestro, que 

otorga al aereado un papel relevante, ei Estado no 

controla el proceso econóaico en su globaiidad. El Estado 

dispone de una serie de instruaentos que le peralten 

•arcar el ruabo, señalar la dirección que debe seguir la 

labor del Tribunal Constitucional, Vid. Sent, T.C. 
U/1962, de 28 de abril y 80/1982, de 20 de dicieabre. En 
aabas se afiraa el carácter de noraa jurídica vinculante 
para todos, poderes públicos y ciudadanos, conforae el 
art. 8.1, Acerca del valor noraativo de la Consittiución 
es preciso señalar que la Constitución no es una noraa 
sino un, cuerpo noraativo con características 
singulares, Vid. NIETO, A Peculiaridades jurídicas de 
la Noraa constitucional , RA.P., 1983, 100-102, pigs. 
371 y ss. y RUBIO LLORENTE, F.; Prólogo , a la obra de 
ALONSO GARCIA, E.: La interpretación de la Constitución, 
Madrid, 1984, pág. XIX, nota 4. 

xm Las Constituciones después de la II Guerra aundial 
proyectan un orden no a reconstruir, sino a realizar ex 
novo, aparecen ínaersas en el conociaiento pesiaista del 
hecho que este orden no se habría realizado con la fuerza 
autónoaa de la sociedad civil emancipada , y por ello 
positivizan los valores fundaaentalea, D0GL1ANI, H. 

63. Sobre la Constitución no sólo coao expresión de un 
sor sino taabién úm un deber ser y coao tal, instruaento 
para ordenar y conforaar la realidad política y social, 
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economia desde una perspectiva global, pero dentro de 

estas grandes lineas el espacio de decisión de los 

diferentes agentes es importante. Precisare«©« el alcance 

de ia función de dirección estatal en este apartado. 

Preferíaos utilizar el termino dirección que el de 

regulación que se utiliza a veces en la literatura 

económica por las e^eciales connotaciones de 

noraatividaa que dicha expresión tiene en el ámbito 

jurídico. In este sentido SEPE pone de relieve que #1 

teraino ingles deregulation" se puede traducir en el 

lenguaje de ios juristas por diferentes vocablos, ya que 

con #1 mismo se hace referencia a actuaciones de 

contenido Buy diverso xm. Con esta expresión se alude a 

ia necesaria eliminación de las 'trabas que lapiden o 

dificultan la competencia, seriaiandose situaciones Buy 

heterogéneas desde el punto de vista jurídico. 

Especialmente si toaanos en consideración la carga 

ideológica que su »anejo lleva a veces consigo. 

En la literatura econóaica 'regulación" aparece 

generalmente asociado a la idea de intervención publica, 

con independencia de la foraa y finalidad de la Bisaa. 

Otras veces, las ais, se utiliza con aayor propiedad, 

reservando la expresión para la función de 

reglamentación. Cuando el Estado desespeña su papel de 

"hacedor da reglas y arbitro" en expresión de Hilton 

FRIEDMAN, interviene disciplinando a través de normas 

generales las actividades económicas y fijando sanciones 

para los agentes que las vulneren. Pero taabién se 

utiliza la mencionada expresión en relación a actuaciones 

ais aaplias que se enmarcan en el concepto de disciplina 

u ordenación, a facultades inherentes a la actividad de 

policia o servicio público. Incluso cabe la teaática 

relativa a la intervención directa en régimen de 

*• "Un convegno internazionale aulle 
deregolamentazloni ', R.tria.P.P.. 1907, piga. 570 y as. 
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monopolio, a traves de las empresas publicas *°, 

àl estudiar la función de dirección de la econonla 

inténtanos explicar un cometido asignado al Estado en las 

economías contemporáneas que no se desarrolla a través de 

norias jurídicas de carácter general ni de actos 

puntuales sino de un entrañado complejo, foraado por 

instrumentos de distinta naturaleza y significado que se 

coabinan configurando la posición peculiar del Estado en 

la economia. En este sentido puede ser tan relevante la 

enísion de un parecer o el suainistro de información cao 

la producción de una disposición o un acto 

administrativo Pero, cono los dos primeros supuestos no 

adoptan forma jurídica deberemos limitarnos a las 

actuaciones que discurren por cauces jurídicos. 

Nos referimos a formas» procedimientos, porque nos 

parece que la intervención publica que tiene como 

finalidad señalar la orientación, trazar el ruabo de la 

actividad económica adopta formas conocidas, típicas, 

pero como simple veste, ya que el contenido es distinto 

ai tradicional. Este ropaje es el que debe permitir el 

control judicial de la actuación pública. No todo es ni 

debe ser enjuiciable jurídicamente ya que existen otros 

parámetros de valoración y otros cauces de control 

social. Pero sí que es preciso en la tarea de 

institucionalizar ei modus operandi del Estado en la 

economía toaar en consideración el postulado de la 

fiscalización jurisdiccional. La verificación jurídica de 

las medidas a través de las que se actualiza la política 

9 0 El téraino empre«a pública se utiliza aquí en un 
sentido aaplio. Es decir engloba a todas las unidades 
económicas que con base en decisiones de autoridad, por 
la vía de la propiedad o del control, producen bienes y 
servicios destinados a la venta y cuya diatribución se 
inspira, al renos de alguna aanera, en criterios de 
aereado. Is decir referido a un conjunto de actuaciones. 
Cualquiera que sea la foraa que revista la unidad o 
agencia encargada de realizarlas. Vid. SEGURA, J.: La 
«apresa pública: teoría y realidad", P-E.I.. 1989, 38, 
pág. 2 y as. 



económica requiere su categonzacíón previa »*, Estas son 

las reglas de juego del quehacer de la dogmática 

jurídica. 

I i • 1 • ¿ • 1 • JmL \JUM¿&MIÍU ÜM LA ECUMüMlA Y ¿U LüOlTiMAClüH 

De torna paralela a la progresiva asunción de tareas 

por el Estado en la esfera de lo económico, las 

referencias a dicho ámbito de la realidad social irán 

ausentando en los textos de las Constituciones, Los 

rundamen tus esenciales del orden económico se 

constitucionalizan de forma decidida, no se encuentran 

implícitas en el sistema de derechos políticos como en el 

modelo anterior, sino que forman parte del contenido de 

las Constituciones, Los textos constitucionales contienen 

las normas básicas que proporcionan el marco jurídico 

fundamental para la estructura y funcionamiento de la 

actividad económica. A este conjunto de preceptos 

destinado a disciplinar las relaciones económicas se le 

denominará constitución económica 3 a. La función de la 

Constitución económica es la de definir el orden 

económico, sirviendo de parámetro jurídico para la acción 

d« los actores económicos públicos y privados *3. Por 

»* Vid. MARTIM RETÜRT1LL0, S.; Estudio pre l iminar a la 
obra co l ec t i va d i r i g i d a por é l mismo, LstudiQS de Derecha 
trUullCQ cancar JLQ « fiadr id i loo i. 

3 2 Vid. en la literatura española GARCIA PELAYO, M. 
Consideraciones sobre las clausulas económicas de la 

w » i» !»**#%* %**««/•• t esMa%JMBlaBMá\faSBaa^^ 

M U , Edición de RAMIREZ, M . Zaragoza, 1979. 

*• Utilizamos «1 concepto de orden económico en el 
sentido indicado por ESCRIBANO. La Constitución define 
un orden económico que no tiene necesariamente que 
ajustarse a un modelo o sistema económico determinado 
conforme al cual debieran, además, medirse o valorarse la 
regularidad de las aotuaciones o comportamientos de los 
sujetos económicos . Pero como la Constitución posee en 
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esto la estructura y contenido de estas nomas es 

diversa. Pueden ser enunciación de principios y valores 

directivos orientadores de la acción o pueden tener una 

foraulacion y garantías uas rigurosas »*. 

Nuestro texto constitucional no constituye una 

excepción, sino todo lo contrario, ya que COBO BASSOLS ha 

puesto de relieve la Constitución espartóla traduce una 

su totalidad naturaleza normativa, que debe ser 
interpretado de torea coherente y sistenatica, foraula 
un orden econóaico dentro del que deben desenvolverse 
todas las actuaciones constítucionalaente legitinas para 
la consecución de los diversos intereses que conviven en 
la econoaia... Orden econóaico que expresa la 
organización fundamental de nuestra econoala, englobando 
los principios, las instituciones, los Qb.1ftÍYQf ¥ Í0JL 
tmfjí que configuran estática y dináaicaaente dicho 
orden', osu-S-lL*. págs, y« y 101. El Tribunal 
Constitucional se ha pronunciado en este sentido al 
reconocer 'que en la Constitución española de 1978, a 
diferencia de lo que solia ocurrir con las constituciones 
liberales del S. XIX, y de foraa seaejante a lo que 
sucede en mis recientes Constituciones europeas, existen 
varias nomas destinadas a proporcionar el aarco jurídico 
fundamental para la estructura y funcionaaiento de la 
actividad econóaica, el conjunto de todas ellas coapone 
lo que suele denoamarse la constitución econoaica. Este 
narco íaplica la existencia de unos principios básicos 
del orden econoaico que han de aplicarse con carácter 
unitario . De foraa aas precisa el voto particular que 
acompaña dicho pronunciaaiento señala la Constitución no 
garantiza necesariamente un sistema econóaico ni lo 
sanciona. Permite el funcionamiento de todos los sistemas 
qua 8« ajustan a los paráaetros y sólo excluye aquellos 
qua sean contradictorios con los Bisaos La necesidad de 
una interpretación sisteaática de los preceptos 
conatitucionales relativos a la econoaia fue puesta de 
relieve desde el priaer aoaento (S.T.C. de 16 de 
novieabre da 1981). Con este pronunciamiento, que no era 
estrictamente necesario para la resolución del caso, 
nuestro Alto Tribunal sigue una linea similar a la del 
Tribunal Constitucional Federal alaaán que en su 
coaentadisiaa sentencia de 10 de julio de 1954 indicó qua 
La Ley Fundaaantal no garantiza ni la neutralidad 
polílica econoBica de los poderes legislativos y 
ejecutivo ni tttBPQCo mi «ode lo iosill de ncononia úm 
aereado que sólo deba funcionar aadiante inatruaentos qu« 
sean conforaes al aisao. La neutralidad politico-
econóaico da la L.F, consista an qua el legislador 
L U i l B w 1 LUC l U i l n 1 HQ 1 1 TñWs Hwla itrffirTí rWff " w l i l i ^ r ^ " WMMTWmv B i t 

laVYQr flB U n UCLflria^JXaBaiLQ allflLOaftal flCQnQatt J>Cfl 

»* GARCIA PELAYO, H . , o p . c i t . 
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intensa preocupación por pert« de los constituyentes de 

las cuestiones que afectan a la economía en su aas amplia 

consideración »•. 

Uebido a las características de este trabajo no nos 

proponemos analizar la Constitución económica amo ios 

aspectos de la misma que son relevantes para analizar el 

marco constitucional de la política de reconversion, for 

ello no nos detendremos en el marco constitucional de la 

actividad económica pública en tanto que sujeto o agente 

del tráfico economic i la intervención directa) 4 , sino 

que pretendemos exponer les fundamentos constitucionales 

de lo que en la doctrina italiana se ha denominado 

gobierno de la economia, utilizando una terminologia de 

raíz Schumpeter lana 3#F. Nos interesa ver el papel del 

Estado desde una perspectiva de conjunto o aaeroeconómica 

9 6 Constitución cconOBici, op. cit,, pag. 102 c l» ed,). 

»• HERNANDO (siguiendo a GARCIA TRIVIJANO) había puesto 
de relieve la necesidad de tratar de forma separada "las 
inttfYtncionti directivas o de política económica 
estricta, que son aquellas que a través de unos 
instrumentos y mecanismos deade fuera tratan de forzar la 
marcha del sistema económico hacia alguno de los fines 
apetecidos, y las intervcni'ioncs ¿lirestas o de ejecución 
que dan a su vez lugar a la ejecución de la actividad, 
* * v i l * Vr W U m * 9LaWwJBMmUAJmHm\lMm 

••VlÉMaAHBmiJBMatHM^^ * * * • • • •# A w l l TOU w » v w W B w w «* w §r TO * iffl &£pM TO 

una finalidad de política económica, pero con un medio 
muy diferente . en HAMZANEOO, J A y HERNANDO, I y GOHEZ 
a * ¡ * * m*\f t me * aÉJaVAJaMK^»—»JEfaH .. .iinSai¿m»>AiJa^fc*JJil«w™^ •. ¡ J »-mUULmuKm-ák^umr * 

Madrid, 1970, pág . 47 

•* OTTAVIAMÜ, V, : 11 Governo d e l l Economia; i p r i n c i p i 
g i u r i u i c i , on ly^tueavtio Q*- UIFJLLLQ L O B i i r c i i ü c til 

económica) Padova, 1977; S0RAC1, D.: II governo 
dell Economia' en Manuale di Oiritto PubblicQ, dirigido 
per AMATO, G y BARBERA, Bologna, 1984, pigs. 9Ü3 y ss. 
El concepto de dirección pública es ampliamente aceptado 
por la doctrina italiana. Vid. GIANNINI, M.S.. üirittQ 
pubbliCQ doXl econoaii. Bologna, 1985, pág. 285. El 
término dirección" se utiliza de forma paralela al 
vocablo indirizzo . AMATO, G.: Ti fovarno 
de11 industria in Italia. Bologna, 1972. En pág. 32, 
"Sistema a indirizzo pubblico , en paga. 39 y ss, ruólo 
direzzionale dello Stato . 
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" . Moa centraremos en los precepto« constitucionales que 

configuran la función de dirección global de la economía 

al establecer loa fines» objetivos e instrumentos de los 

poderes públicos en el Estado social y democrático de 

derecho «*•, 

Esta potestad de encauzar la actividad hacia los 

derroteros exigidos por el interés general, de dirigir la 

acción de los sujetos económicos es tanto nas relevante 

cuando, cono ha puesto de relieve MARTIN RETÜRTILLU, "los 

poderes públicos disponen de un sinfín de medios para 

ordenar y dirigir los distintos sectores económicos sin 

publica de xa economía es COBO GARCÍA PELAYU ha puasto da 

relieve, inherente al mantenimiento del sistema 

neocapitaxista. Este depende del cumplimiento de unas 

funciones estatales destinadas flohalmente a la dirección 

y regulación del proceso económico nacional, entre las 

que cabe mencionar; la orientación de la economía 

nacional hacia unos objetivos definidos, las políticas 

coyunturalea destinadas a prever las crisis, el apoyo 

logístico (infrastructura, política educativa, 

investigación) y las regulaciones estructurales *A 

99 PIHAiíES LEAL, F . J . : ' C o e f i c i e n t e s " , en I i t u d l O S dfi 
DggfChQ PübllCQ i l l l S i r i O . Madrid, lJO/, pág . 2U3. 

99 Dirección global es un concepto manejado por la 
doctrina alemana, Vid. una exposición de las distintas 
posiciones an torno al mismo en REICH, H. op. cit.. pág. 
Ill a 153, 

*° Estudio preliminar en la obra dirigida por dicho 
^ * * aA«m\4mJiaJaa^BkAaii4mt™JÉ\Afc—™™™s* # *"* wr * w *• i# * \ w * Ö M w A H j « % * %# w <v 

nuestro), pág. 21. GALGANU ha recordado como esta 
escisión entre titularidad y dirección que se produce en 
el ámbito general de ia economia me reproduce también en 
el seno de la forma jurídica por excelencia de la 
empresa, la sociedad anónima. Vid. Laa Instituciones de 

filmiAl moeialea. traducción y prólogo de BROSETA, M., 
Valencia. 1880. 

Las transíormaciones del Eattao contagporaneo. Madrid, 
1977, pág. 73. 11 adverbio globalaente no es utilizado 
por dicho autor pero, ENTRENA CUESTA, R. lo introduce y 
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Precisado el objeto y alcance d» nuestro trabajo 

relativo a la Constitución económica» expondremos ahora 

el aspecto que nos interesa desarrollar. Coso henos 

indicado de forma paralela a la elaboración de la 

Constitución se desarrolla el proceso de 

institucionalizados del aparato instrumental de 

dirección pública de la econoaía •*. Seguramente este 

desarrollo paralelo explica la relevancia que dicha tarea 

estatal tiene en nuestro texto constitucional *a. 

La voluntad de constituir un orden social nuevo, 

inherente a toda Constitución, es tanto ais relevante en 

nuestro texto fundamental cuando el propio Preáabulo 

proclama la voluntad de establecer 

un orden «conóaico y social justo" 

y en consecuencia la necesidad de 

'promover el progreso de la cultura y de la 
econoaía para asegurar a todos una digna 
calidad de vida 

En consonancia con dicha declaración se define el 

Estado COBO social y deaocrático de Derecho que propugna 

COBO valores superiores de su ordenaaiento jurídico la 

libertad, la justicia y la igualdad ** Véaos asi coao la 

subraya al recoger la opinión del aencionado profesor, en 
El principio de libertad de empresa", en la obra 

dirigida por GARRIDO FALLA, F.: II «od«lo econóaico de la 
Constitución capaúQla. Madrid, 1981, pág. 132. 

«* Expuesto por SASSOLS, h\ en op- oit.• pig. 70 y ss. En 
relación al proceso constituyente en Italia, crf. AMATO, 
G. : II Governo dell econoaía: ii aodello político , en 
Trattato,,, op. cit. pág. 212. 

•» Vid., entre otroa, Dl Jüài, 0. La Constitución 
Econoaica española, Madrid, 1984, pág. 114. 

*« Sobre el significado de los valorea superiores, Vid., 
en la literatura jurídica español*, PICBS BARBA, G. las 
mlaxm auparloroa. Madrid, 1984; PAREJO, L.: Los 
valorea en la jurisprudencia del Tribunal 
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arquitectura de nuestro sistema se asienta sobre unos 

pilares muy claros al proclamar desde el primer momento 

los elementos estructurales del nuevo orden social. 

COBO ha puesto de relieve GARCIA PELAYQ la 

definición «isas de Estado significa añadir a las 

funciones estatales las destinadas a crear las 

condiciones vitales que ni el individuo ni ios grupos 

pueden asegurar por si Bisaos, lo que íaplica ciertas 

intervenciones del Estado en el orden y proceso económico 

*a. Pero al margin de la función de conformación del 

orden social implícita en la idea de Estado social, el 

propio texto constitucional ira concretando y 

pormenorizando ciertas funciones al asignar a los poderes 

públicos el cumplimiento de deterainados objetivos. 

Los enunciados generales del Preámbulo en relación a 

la necesidad de un orden económico y social justo y 

promover el progreso de la cultura y de la economía para 

asegurar a todos una digna calidad de vida encuentran su 

especificiacion principal en ios principios rectores" 

Constitucional". en la obra colectiva. Eatüdioa m 
mmaiMmï&ÀL·SÈmJL&~—-^mMmJml M ,m háiE^SíSm^mJk~,~l~. • »iiiMiÉm w -AatéhA^m—— T iieVA«É»JmY¿i, .. wJfcwJmV<mWmaámM¿V i * * ***•• • * * • i 

imd, págs. 923 y ss. 

*• Consideraciones sobre las clausulas...', op. cit. 
pág. 47. In cambio, ülAMNINl considera que el 
calificativo social no aporta nada, es inútil en la 
caracterización del Estado, Vid Stato Sociale: una 
nozione inutile" , en 4lPetti i tendonzc djej, dirittQ 
•MBMB%liai«lh>MJmVMfeaU 

Hilan, 1877, pág. 141 a 165. Esta posición está en 
consonancia con su concepción de la función reguladora 
del Estado en la economia, que considera inherente a toda 
idea de ordenamiento politico. Para este autor, no se 
trata de una nueva función asignada al poder politico 
sino de una transformación cualitativa. 

En relación al panorama doctrinal y jurisprudencial 
de nuestro pais, PEREZ ROYO ha puesto de relieve como el 
carácter jurídico de la fórmula Estado Social constituye 
una cuestión absolutamente pacifica y ha sido resuelta de 
manera inequívoca por parte del Tribunal Constitucional, 
que ha utilizado esta clausula extrayendo referencias 
positivas. "La doctrina dal Tribunal Constitucional sobre 
el Estado social", B.E.Ü.C, 1983, 10, pág. 157 y ss. 
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que recogen el elenco de derecho« y bienes públicos que 

deben protegerse y tutelarse asi COBO los colectivos a 

los que se debe prestar una atención preferente (tercera 

edad, disminuidos físicos, juventud...> *•. El contenido 

de los 'Principios Héctores" incluye todos los elementos 

que en la actualidad se consideran fundamentales para la 

vida: consuno y ocio, salud, educación, vivienda, 

condiciones de trabajo, estado del medio ambiente, 

cultura *"' 

La tona en consideración del sentido eeonoaíco del 

Capitulo tercero es especialmente significativa en orden 

a la definición de las tareas del Estado en la actividad 

económica. Así si tonamos coao referencia los análisis de 

la econoaia del bienestar que justifican las 

intervenciones publicas en ios llaaados fallos del 

aereado, podemos apreciar que por lo aenos dos de las 

circunstancias bajo las cuales la asignación de recursos 

alcanzada en el mercado puede no ser eficiente (en el 

sentido de Pareto), se encuentran reflejadas en este 

apartado del texto constitucional. Nos referíaos en 

príaer lugar a la existencia de bienes públicos, estos se 

caracterizan por ser en general difícil, si no imposible, 

el excluir a individuos particulares del disfrute 

colectivo de tales bienes En segundo lugar se encuentran 

laa alusiones a los efectos negativos externos a que 

puede dar lugar el funcionamiento descentralizado de la 

econoaia Caadlo sabiente, seguridad e higiene en el 

trabajo). Pero adeaás aparece otro eleaento que 

caracteriza el papel del sector público en las aodernas 

*• Sobre loa principios rectores de la politics social y 
econóaíca COBO concreción de los enunciados del 
Preáabulo, vid., entre otros, SERRADO, J.L.: Algunas 
hipótesis sobre los principios rectores de la política 
social y económica", R E P . . 1S87, 58, pag. 85 y as. 

« T Una aproxiaación jurídica an PEREZ MORENO, A.: Las 
Bases da un Derecho aabiental europeo , en la obra 
colectiva latudio« m hnninni aj Profliar áfifti Luia 
Villar Palaai. Madrid, 1988, especialaente paga. 1008 a 
1008 y MARTIN HATEO, R.: La calidad da vida coso valor 
jurídico", ft. A. P.. 117, pag. 51 y ss. 
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economías: el objetivo distribución de la renta y de la 

riqueza. Posteriormente volveremos sobre esta última 

cuestión *•. 

El art. é. 2. impone a los poderes públicos una 

obligación positiva de actuación al tener que 

'pronover las condiciones para que la libertad 
y la igualdad del individuo y de los grupos en 
que se integra sean reales y efectivos» remover 
los obstáculos que lapidan o dificulten su 
p ien itud' 

La igualdad no es solamente unn de los valores 

tunaamentaies del ordenamiento cuya virtualidad se 

refuerza al configurarse COBO derecho subjetivo sino que 

su realización material comporta la atribución de una 

misión a los poderes públicos que se caracteriza por su 

contenido transformador *•. 

La asignación de tareas estatales se perfila con la 

determinación de los instrumentos a utilizar y la 

regulación del alcance y significado de dicha 

intervención mediante la delimitación positiva de un 

conjunto de derechos individuales. Unos claramente 

configurados en el propio texto constitucional y otros 

que requieren el complemento de la ley para desplegar 

plenamente su eficacia. Esta regulación legal deberá 

*• Un» síntesis de las justificaciones económicas de la 
intervención pública desde una perspectiva neoclásica en 
MARIN, J . Las intervenciones públicas en una economia 
de mercado". El., 1988, 259, pág. 25 y ss. 

*• El alcance y significado del principio de igualdad ha 
sido objeto de atención por part« de la doctrina asi como 
motivo de abundantes pronunciamientos del Tribunal 
Constitucional. Destacamos solamente los trabajos que 
consideramos más relevantes. ALONSO GARCIA, I,: El 
principio de igualdad del articulo 14 de la Constitución 
española', R.A.F., IS83, 100-102. I. págs. 21 y ss., 
JIMENEZ CAMPOS, J,: La igualdad jurídica como limite 
frente al legislador". B.K.D.C. 1883, i pág. 71 y ss , 
RODRIGUEZ P W R 0 , H y FERNANDEZ LOPEZ, N& F.: Igualdad v 
diacrininación, Hadrid, 1986. 
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respetar su contenido esencial *<*. 

Posteriormente veremos COBO la función del 

legislador no es solamente desarrollar los derecho» y 

libertades constitucionales sino también articular, 

armonizar el conjunto de bienes jurídicos 

constitucionainente reconocidos •*. 

La determinación de loa objetivos socioeconómicos 

que deben realizar los poderes públicos significa el 

reconocimiento constitucional de las funciones asignadas 

ai Estado y conporta la habilitación de los poderes 

necesarios para realizarlos. Esta determinación de 

cometidos te realiza de forma pormenorizada ya que 

nuestro texto constitucional recoge ampliamente, a 

0 0 Entendemos por contenido esencial aquella parte del 
contenido de un derecho sin el cual pierde su 
peculiaridad o dicho de otro modo, lo que hace que sea 
reconocible como derecho correspondiente a un determinado 
tipo. Es aquella parte de contenido que es 
ineludiblemente necesaria para que el derecho permita a 
su titular la satisfacción de aquellos intereses para 
cuya consecución el derecho se otorga . (Sent. Ï.C. de Ü 
de abril de 1001). La referencia al complemento de la 
ley, a la necesidad de desarrollo legal, no debe 
entenderse en el sentido que tiene al explicar las 
relaciones entre ley y reglamento ya que la actividad del 
legislador es libre, discrecional y solamente tiene su 
limite en el contenido esencial como elemento 
constitucionalmente delimitado. Al mismo tiempo dicho 
significado debe enmarcarse en el carácter normativo de 
todos los preceptos constitucionales y especialmente en 
la aplicabilidad directa e inmediata de ios derechos y 
libertades del Capitulo 11, 

& 1 El significado y función de los derechos fundamentales 
en el constitucionalismo contemporáneo en PÉREZ LUSO, 

especialmente pags. ití y ss y 61 y ss Sobre la 
limitación de derechos fundamentales a partir de bienes 
constitucionalmente protegidos. Vid. DE OTTO, I., en 
HáRTlü RETORTILLO. L. y DI OTTO, I.: Ücrcchaa 

124. Vid. Sent. T.C. 186/1987, de 11 de diciembre 
(especialmente FoJo. 5o. y 6c.), asi como el voto particular 
que a pesar de estar de acuerdo con los criterios 
utilizados discrepa en su aplicación al supuesto 
contemplado. 
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diferencia de otros textos, las funciones que 

caracterizan la intervención pública en la economía, 

'Los poderes públicos promoverán las 
condiciones favorables para el progreso social 
y económico y par« una distribución de la renta 
regional y personal Bis equitativa, en el mareo 
de una política de estabilidad tconuiíca. De 
Bañera especial realizaran una política 
orientada al pleno empleo' (art. 4U. C E , ) . 

Este precepto, inserto precisamente en el capitulo 

dedicado a los principios rectores de la política social 

y económica, es el punto de llegada de un proceso 

histórico, es la síntesis del significado actual de las 

relaciones entre Estado y economía. Partiendo de la 

inestabilidad del sistema econoaico, de ia insuficiencia 

del aereado COBO mecanismo de autoregulación, se asigna a 

ios poderes públicos la función de garantizar el 

funcionamiento y desarrollo del sistema. El Estado no se 

liaita solo a salvar empresas en dificultad, a otorgar 

ayudas, sino que debe desarrollar una actuación positiva, 

de impulso, de dirección del proceso como garantía del 

funcionaBíento regular del mismo Los poderes públicos 

tienen la responsabilidad del sistema económico en su 

conjunto y por ello deben encauzar las decisiones 

publicas y privadas. 

En el ejercicio de dicha tarea se podrá utilizar la 

planificación. Este mecanismo de racionalización de toda 

acción que implique relación de objetivos, medios y 

tiempo, está precisamente previsto en estrecha relación 

con las funciones estatales, previstas en el art. 40. 

C E . Asi el Estado podrá 

planificar la actividad económica general para 
atender las necesidades colectivas, equilibrar 
y armonizar el desarrollo regional y sectorial 
y estimular el crecimiento de la renta y de la 
riqueza y su más justa distribución'. (Art. 
131.1). 

La función redistributiva del Estado, tanto desde la 
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perspectiva personal COBO regional »e encuentra de r'oraa 

reiterada en nuestro texto constitucional (Arts. 31, 

130.1 y 131.1). Esta función redistnbutiva, en su 

vertiente personal, debe conectarse con el catálogo de 

derechos sociales reconocidos en la Constitución: 

educación; salud en su acepción nas amplia ya que se 

plasaa en diferentes preceptos» consuno» deporte, 

seguridad e higiene, pensiones, vivienda, nedio sabiente. 

La garantia de estos derechos comporta no un deber de 

abstención por parte del Estado, no se tratan de 

derechos-libertad, sino la asignación de una obligación 

positiva. El contenido prestacional de estos derechos 

introduce un requermiento cualitativaaente diferente en 

la tarea publica de garantizar el desarrollo y 

funcionaaiento del sisteaa económico. El desarrollo del 

sisteaa econoaico produce desigualdades territoriales, 

disparidades en el nivel de renta de las diferentes 

regiones. La Constitución recoge esta situación, 

constata esta realidad y asigna a ios poderes públicos 

la función de corregir estas disfuncionalidades y 

desequilibrios •*. 

El papel activo de los poderes públicos en la 

modernización y desarrollo de la econoaia tiene también 

su reflejo en el art. 130. C E . En dicho precepto se 

indica que 

los poderes públicos atenderán a la 
modernización y desarrollo de todos los 
sectores económicos y, en particular, de la 
agricultura, de la ganadería, de la pesca y de 
la artesanía, a fin de equiparar el nivel de 
vida de todos 1 

El papel proaocional del Estado aparece aqui 

•* Una síntesis de las diferentes teorías sobre el origen 
de las desigualdades econóaicos regionales en GARCIA 
JAVALOIS, J.: "Las autonoalas regionales y la política 
económica , P.A.. 1879, 181, págs. 306 a 318. Este autor 
pone de relieve COBO el objetivo de la política económica 
regional es corregir las imperfecciones de la econoaia de 
aereado en sus efectos territoriales. 
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estrechamente vinculado al elemento redistributivo. La 

adjudicación de una determinada tarea a los poderes 

públicos, aunque de orden genérico pero con unos 

objetivos concretos, se realiza en uno« término« 

especiainente significativos. Lo« vocablo« empleados por 

el constituyente, ""modernización", 'desarrollo 

'equiparación del nivel de vida , reflejan el estado de 

la cuestión en las ciencias sociales. Asi «ediante el 

termino modernización se hace referencia a la 

transformación de las estructuras y las relaciones 

sociales que se va produciendo con el crecimiento 

económico» las transformaciones que acompañan el tránsito 

desde una sociedad tradicional' a una sociedad moderna 
as*. La idea de transformación aparece también en el uso 

del vocablo desarrollo' que el constituyente ha 

utilizado de forma reiterada y que en su acepción 

generalizada alude a la idea de un crecimiento no 

meramente cuantitativo sino cualitativo, armónico, 

equilibrado e*. Por este motivo se vincula la 

modernización y desarrollo de unos sectores muy concretos 

agricultura, pesca, artesania - con la equiparación del 

nivel de vida, es decir, con la necesidad de equiparar 

las condiciones materiales de todos los ciudadanos, con 

la necesidad de dotar de contenido concreto los derechos 

reconocidos en la Constitución 6a, 

Este deber positivo de actuación de ios poderes 

ptlblicos no tiene el BISBO alcance y significado en todas 

la« referencia« constitucionales. 

»» GARCIA COTARELO, R.: articulo 130". en los 
•*••»•«•*» i 1 •• BfcA A l f « ^ -érttfi T lMi lMPi íml i l i i l l iMi i iml i m aaVMi«miii • • • M n i • ff * TIT * * • • * J a U B O 

por ALZAGA, 0, Madrid, 1985. 

** Vid. Informa del Club da loma: 
crecimiento Dicho texto constituyó un toque de alerta 
sobra la necesidad de tomar en consideración lo« daño« 
que ocasiona «1 crecimiento 

•• La obligación da loa podara« públicos de garantizar la 
seguridad minima para todos los ciudadanos respecto a sus 
condicionas da vida material as pueata da relieve por DE 
ESTIBA«, J. y LOPEZ GUERRA. L. Q P eit.. pig. 57. 
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La función promocional del Estado tiene distinta 

configuración en »u formulación constitucional según el 

aabitj »atería! de que se trate. En relación a ios 

detectius fundamentales y libertades publicas, el Tribunal 

Constitucional ha puesto de relieve la doble faceta de 

los lisios: derecho subjetivo de defensa de ios 

individuos frente ai Estado y elmentos esenciales de un 

ordenamiento objetivo de la comunidad 5**. Pero a esta 

caracterización se añade en determinados supuestos su 

calidad de deberes positivos de actuación de los poderes 

públicos, este contenido positivo es un mandato implícito 

ai legislador para contribuir a la efectividad de tales 

derechos *»"' tn este sentido ei T.C. pondrá de relieve 

que la distinción tradicional entre derechos de libertad 

y derechos de prestación es operativa en cuanto contiene 

el dato dei distinto papel desempeñado por el legislador. 

Cuando se trate de un derecho prestacional deberá 

atenderse a su configuración legal, sólo podra ejercerse 

por los cauces que el legislador establece. Este 

determinara su alcance y contenido concreto atendiendo a 

la protección de los bienes e interesas 

constitucionalmente protegidos ••. En cambio en otros 

campos jugará fundamentalmente como habilitación al 

legislador para delimitar el contenido de los derechos de 

loa ciudadanos Asi, los derechos a disfrutar del medio 

ambient« o de una vivienda digna fundamentan el 

eatablecimiento de obligaciones positivas o negativas; 

funcionan como parámetros de validez de la ley 

Los preceptos materiales de la Constitución no 

pretenden disciplinar conductas o habilitar para 

*• Sentencias T.C. 25/1981, de 14 de julio y 114/1884, de 
29 de noviembre. 

»7 Sentencias T.C. 83/1982, de 20 de octubre; 19/1983, de 
14 de marzo y 53/1985, de 11 da abril. 

•* Sentencias T.C. 99/1985, de 30 da septiembre y 4/1988. 
de 21 da enero. 
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concretas actuaciones de ejecución, sino garantizar el 

respeto a determinados valores, o asegurar a ios 

ciudadanos unos derechos que» tanto si actúan COBO 

Unites trente al legislador cono si requieren de la ley 

para su ejercicio, han de ser definidos en términos que 

hagan posible diversas políticas, esto es» diferentes 

interpretaciones. El respeto al pluralismo político 

configura la posición del legislador. Este no es un 

ejecutor de la Constitución sino un poder que actúa 

libremente en el narco de esta B", 

Hecho este breve "excursus" sobre el contenido 

econonico-juridico del texto constitucional, necesario 

para una comprensión sistemática, aparece con mayor 

claridad la relevancia del contenido del art. 4Ü C E . En 

dicho precepto se reíormulan en términos estructurales 

los objetivos clásicos de la política econòmica: progreso 

social y económico (crecimiento y desarrollo;» 

estabilidad y pleno empleo. Parece una síntesis del 

denominado cuadro 'mágico' macroeconómico que atiende a 

las variables, crecimiento, empleo, balanza de pagos y 

prec ios 

Pero a pesar de estas referencias de significado 

económico es preciso interpretar los mencionados 

preceptos constitucionales en términos jurídicos. La 

utilización de expresiones y conceptos procedentes de la 

literatura económica plantea problemas cuando se pretende 

traducirlos mimèticament« a categorías jurídicas. Sobre 

todo porque el mismo significado no es pacifico en el 

ámbito del que proceden ••*. 

El art. 40 posibilita un abanico de lineas de 

•• RUBIO LL0R£MTB. P.; Prólogo" a la obra de AL0MS0 
UAKCIA, c. Lft iriLorproLftcion...» °p c u . 

•° Una referencia a esta problemática en BASSOLS, M.: 
Constitución.,., op. cit., págs 102-104 y MARTI« 
R1T0RTILL0, S.: Otftchfl Jémiñ 1»U»t 1YQ . op. cit. pigs. 
78 y ss. 
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actuación, establece los objetivos de la política 

económica pero sin jerarquizarlos, sin predeterminar los 

instrumentos a utilizar. Este precepto constituye uno de 

lus parámetros que han de permitir tnjuicmr las 

diterentes opciones de política económica. Heaite a una 

operación de concreción posterior. Su principal 

virtualidad reside en la legitimación de una intervención 

publica de carácter global y estructural en la economia 

•*. La intervención publica aparece COBO una exigencia de 

la econoaia general y no COBO algo ajerio al 

funcionamiento del sisteaa econoaico •*. 

Pero para conteapiar el trataaiento constitucional 

del gobierno út* la econoaia es preciso toaar en 

consideración de torna conjunta las distintas clausulas 

que habilitan la actuación publica. Matar forauladas en 

términos auy abstractos» peranen distintas versiones 

• 4 En la R . F . A. se tuvo que reforaar la Ley Fundamental 
con la »"inalidad de instruaentar el gobierno global 
aacroeconoeico de la econoaia y facilitar la intervención 
e influencia sisteaatica del Estado en el proceso de 
desarrollo económico. Vid. La referencia a la necesidad 
de toaar en consideración las exigencias que se derivan 
del 'equilibrio econoaico general'* (art- 1U8.¿). Esta 
prevision encontró su concreción en la L. de estabilidad 
y creciaiento económico. En este texto se foraula el 
"cuadro aágico que rige la actuación de los poderes 
públicos: estabilidad de los precios, pleno eapleo, 
equilibrio exterior y crecimiento armónico y sostenido. 
En aras a la consecución de este fin se asigna al Estado 
la potestad da fijar los objetivos a perseguir y se 
establecen las aecanismos mediante los que el Estado 
interviene de forma activa en garantía dt la estabilidad 
del sistema eeonóaico. Vid, STAFF, I: R.F.T.rprincipi 
giuridici e istitu2ioni p*r lfc stabilitá económica'*, 
QfJftQgriail t L·iriUQ. 1984, julio.agosto, pags 45 y ss , 
CARRO, J.L.: Aproximación jurídica ai concepto de 
intervencionismo económico. Reflexiones con ocasión de 
una obra da ÍIEBEL". tt.R.D.A... 1978, 3, pags. 474 a 478; 
REICH, ».: op. cit., págs. 138 y 13S. 

•« Como •• bien sabido, a partir da la publicación de la 
obra de KEYNES, J.H.: Sanartl Thrnor» of eaBiOVMIlt. 
interest and aonry (1836), la idea da gobierno público de 
la economía forma parte dal acervo intelectual de los 
paisas da nuastro entorno. La traducción catalana con un 
interesante prólogo de ROJO, L.A., Barcelona, 1887. 
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pero configuran los rasgos de ia función de dirección de 

la economía. Esta flexibilidad no debe interpretarse COBO 

ambigüedad sino CUBO exponent« del carácter »oierto de 

toda Constitución •*. La consideración sistemática dei 

contenido «atería! de la Constitución nos permite 

precisar ei significado de los principiéis que imponen 

deberes positivos de actuación al legislador •*, 

determinando los objetivos o fines del Estado «••. 

Estas prescripciones »ateríales demandan una 

interpretación «as flexible, atendiendo a su contenido 

objetivo. En consecuencia para precisar ei carácter de 

estos preceptos de contenido directivo es necesario 

analizar su peculiar estructura ya que no responden a la 

lógica tradicional de ias normas jurídicas. Esta 

estructura es coherente con su función institucional* 

establecer el sarco de referencia en el que se 

desarrollaran ias decisiones autónomas de ios agentes 

privados. 

ma La idea de Constitución abierta ia tomamos de HESSE 
que la utiliza precisamente en relación a la Constitución 
económica. Esta deja cuestiones abiertas "con objeto de 
dejar en tilo« libre espacio a la discusión, decision y 
configuración". Este autor destaca como ia Constitución 
debe quedar precisamente 'incompleta e inacabada por ser 
la vida que pretende normar vida històrica y, en tanto 
que tal, sometida a cambios histéricos", Escritos de 

"** La interpretación del contenido material de la 
Constitución requiere un anàlisi» conjunto del texto 
constitucional' (Sent, T.C. 32/1885» de 8 de marzo), la 
consideración de ésta como sistema en el que se integran 
las instituciones, en el "que cade precepto adquiere su 
pleno valor y sentido en relación a los demás" (Sent. 
T.C. 87/1984, de ? de junio). 

•• Las reformas de contenido económico de la L 
fundamental, con la introducción de fines estatales 
atinente« al equilibrio da ia economía han generalizado 
•n la doctrina alemana la institución de los fines del 
Estado. 
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11.1.2.2. LA PECULIAR CüNFiaUHAClOW «QKHATIVA DE LA 
DIRECCiQM PUBLICA UE LA ECÜMOMIA 

La actividad de dirección, de impulso del proceso 

económico puede caracterizarse COBO una función publica. 

La orientación del desarrollo económico, el gobierne de 

la economía se configuran no como una mera yuxtaposición 

de potestades» como un mero encauzamiento externo de 

facultades privadas sino que se sustantiviza y constituye 

un cometido propio de los poderes públicos. La 

Constitución al afinar una tarea de contenido 

promocional, direccional al Estado fundamenta la 

intervención publica sobre la economía. Es por ello que 

no sera necesario ir buscando de forma pormenorizada para 

cada caso, el titulo habilitante de la actuación estatal. 

La intervención pública no solamente esti prevista de 

forma expresa en relación a la esfera económica sino que, 

ademas, constituye una concreción o un desarrollo del 

principio del Estado social de Derecho que implica, en 

todo caso, una actuación positiva dirigida a la 

conformación del orden social, en el sentido de una mayor 

justicia distributiva y una mejor calidad de vida. 

Desde el punto de vista de su estructura jurídica 

cabe destacar que ios preceptos aludidos (arts. 31, 40 

130 y 131 CE.) se caracterizan por contener 

prescripciones de tipo finalista; es decir, se impone a 

los poderes públicos la obligación de perseguir 

determinados fines, s* asignan unas tareas, pero no se 

determinan los medios a utilizar La incorporación en la 

Constitución de mandatos de intervención y la estructura 

de las normas jurídicas que contienen preceptos 

finalistas ha sido desde nuestro punto de vista, 

correctament« planteado por Dl OTTO ••. 

•• PiTfghg Constitucional. • •. op. cit. pág. 43 y ss. 



Este autor, de acuerdo con la distinción entre 

prograaas condicionales y progranas de objetivos 

propuesta por LUHMANN, caracteriza las nomas «endonadas 

por ©1 hecho de contener una programación final y no 

simplemente condicional cono ocurre en canbio en la mayor 

parte de las normas jurídicas •**. Hay programación 

condicional cuando la conducta se condiciona a la 

presencia de un determinado supuesto de hecho. Hay en 

cambio programación final cuando lo que se prescribe no 

es una respuesta a una situación de hecho sino el logro 

de un fin. Por programación condicional se entiende 

aquellas re«? I as que están estructuradas según este 

modelo: Si se dan los requisitos o características X, la 

consecuencia es Y!*, Por el contrario, la programación por 

objetivos fija determinados objetivos de la acción y las 

restricciones a tener en cuenta a la hora de elefcir los 

medios, pero, por lo demás, deja a los realizadores la 

selección de las medidas apropiadas dentro de las 

circunstancias específicas y los límites impuestos •• . 

El problema que se plantea radica en que el 

contenido del deber es el fin y, por lo tanto, no existe 

una indicación clara de la conducta a realizar ya que 

precisamente el fundamento de las normas de programación 

final es al dejar la conducta a seguir, ios medios a 

utilizar en manos del operador jurídico. La estructura de 

dichas r.ormts permite ámbitos de libre elección, de 

discrecionalidad para el poder público que tiene que 

realizar el fin asignado. 

BASILE ha puesto de manifiesto la estrecha ralación 

• 7 Una utilización de este aparato conceptual al 
caracterizar las formas de dirección de la acción 
administrativa en MAYNTZ, R. : Sncinlo*f« da ia 

•• El carácter tautológico de la definición sirve para 
expresar de forma nitida la distinta funcionalidad de las 
normas. 
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entre la tlimctilOL noflUVa da los preceptos 

aglutinados bajo la rubrica principios rectores de la 

politics »ocisl y económica y su lunciunalUad Para la 

propia conservación del sistema eeonoaico y social se 

hace necesario un intervencionismo público correctivo que 

debe disponer de una aaplia capacidad de maniobra for 

este aotivo se trata de directrices genéricas» dejando a 

la libertad del legislador la elección de los modos y 

teramos para actuarlas ••. 

La no predeterminación por la noraa constitucional 

de la conducta a - l izar y el dejar al destinatario un 

amplio aargen de discrecionalidad para elegir los medios 

adecuados al fin, complican el control posterior de dicha 

actividad y hacen extremadamente dificil la protección 

jurídica de algunos de los intereses constitucionalizados 

*'u tata complejidad no coaporta negar el carácter 

normativo de dichos preceptos constitucionales *'*, sino 

•** BAS1LE, J.. 'Los valores superiores.-. , op. cit. pág. 
&. O 5J . 

*'° De la misma manera que en el ámbito de los relaciones 
Ley-ádminisatraciOn no cabe entender que la dificultad de 
conocer o enjuiciar una situación cuando tal conocimiento 
o juicio constituyen el presupuesto de cierta actuación 
signifique la atribución de una potestad discrecional. La 
dificultad da la solución no priva a los jueces de la 
potestad da determinarla. Vid. SAINZ HÖREMO, F: uanccpLos 
»¿•l»Jmta^mJBi<SMifcJMJH^awMî MMMM- 1 iiii^¿*,JaSAj¿Ja«JafcJaimaJmt^¿JiiAa«» •«. ««••• 1 JLm» — .»J»aM<a>Ja\ifca^-.SÜafc^aJas*A^m^hAaÉ>J»a* 

•áliniliritlYl. Hadrid, 1976, pág, 304 y ss. y ALONSO 

1984, pág. 118-11?. 

7 1 El alcance normativo de los principios rectores fue 
cuestionado en la etapa inmediatamente posterior a la 
aprobación del texto constitucional por GARRIDO FALLA, 
F.: El articulo 53 de la Constitución, R E P.A.. 1S78, 
¿l. En la actualidad constituya una cuestión pacifica el 
carácter normativo de todo el texto constitucional. Sobre 
la naturaleza de normas jurídicas de los principios 
rectores vid., especialmente, SERRANO, J.L. op. eit... 
Pág. 102 y ss. y C0SRER0S MENDAZONA, E,: Reflexión 
general sobre la eficacia normativa de los principios 
constitucionales rectores do la política social y 
económica dal Estado". i,i.P.a., 1S87, 18, págs. 27 y ss. 
Este illtiao trabajo constituye quisas el análisis más 
complato de la cuestión, tanto por el tratamiento del 
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simplemente el no utilizar solamente el enfoque 

reaceíonal al analizar la« garantia« e insistir en los 

aspectos previos, otorgar relevancia ai momento de 

tormacion de la decision, de determinación de la conducta 

y selección de los medios. 

COBO se ha puesto ya de relieve por la doctrina y 

jurisprudencia, cuando la Constitución establece que ios 

principios rectores de la política social y económica 

'solo podran ser alegados ante la jurisdicción ordinaria 

de acuerdo con io que dispongan las leyes que los 

desarrollen', lo que se pretende es evitar que los 

tribunales se situen en la posición del legislador ira . 

La dificultad de enjuiciar en términos estrictamente 

jurídicos las normas de programación por objetivos 

fundamenta la limitación constitucional del alcance de 

los principios rectores de la política social y 

económica. El art. 53.13 C E . señala que 

"el reconocimiento, el respeto y protección de 
los principios reconocidos en el Capítulo 
tercero informara la legislación positiva, la 
práctica judicial y la actuación de ios poderes 
públicos. Solo podran ser alegados ante la 
Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que 
dispongan las leyes que los desarrollen ' . 

En virtud de la supremacia propia de todas las 

normas contenidas en la Constitución (art 8.1) los 

principio« rectores obligan a todos los poderes públicos. 

En esta vinculación positiva ocupa un lugar central el 

legislador. En ausencia de ley, un tribunal no podrá 

otorgar un derecho. El legislador tiene asignada de forma 

tema como por la bibliografia y jurisprudencia 
utilizadas. Anteriormente PAREJO había puesto de relieve 
que la característica común de los principios rectores 
residia en su eficaç a común determinadora del mandato o 
deber de actuación positiva", lllr:ff4Q »oeial v 
Adliniltgieian Pública. Madrid, 1883, pág. 87. 

-r* Di OTTO, I.: op. cit., pág. 43. 
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prin- »pal la tarea d« conformar el orden social. Pero en 

la prescripción de este cometido tiene libertad de 

opción; caben distintas políticas legislativas. En esta 

diserecionaiidad del legislador consiste el pluralismo 

político» uno de ios valores carácteriíadcres del Estado 

social y democrático de derecho "'• . La posición 

preferente de la ley «n el sistema de garantías del art. 

53.3 tiene cono finalidad garantizar un procedíoietno de 

formación de la decisión de carácter abierto y plural. La 

discusión en sed« parlamentaria garantiza la publicidad y 

el debate. La reserva de ley del art. 53.3 7* es un 

medio de control, de supervisión, que desarrolla su 

función como alternativa a la verificación en términos 

jurídicos que opera en sede jurisdiccional. La publicidad 

y transparencia del procedimiento de elaboración de la 

ley limita la eficacia de los enfoques reaccionales. El 

espacio dejado libre por el constituyente debe ser 

rellenado por el legislador ordinario, órgano legitimado 

para la actuación de la Constitución. En el control de 

esta actividad el Tribunal Constitucional no puede 

suplantar ai legislador. La actividad de elegir los 

medios es de naturaleza política y, en consecuencia, el 

T.C. solo podrá limitarse a rechazar la infracción 

frontal del mandato constitucional 7ft . 

7 a Esta discrecionalidad, esta libertad de elegir, 
caracteriza la posición del legislador. No es una 
posición típica de esta ámbito, pero quizás en estas 
materias adquiere toda su importancia. El far lamento no 
ejecuta la Constitución. 

7* La reserva de ley prevista en el art. 53.3 C E . opera 
verticalmente. Con carácter general la doctrina ha 
interpretado este precepto en el sentido de no admitir 
reglamentos independientes. Vid., entre otros, CAKKü, 
J.L. y GONIZ-FERRIR, R.: La potestad reglamentaría del 
Gobierno y la Constitución", R.A.P., 1987, 87, pags 182-
193; BASSOLS, H.: "Las diversas manifestaciones de la 
potestad reglamentaria en la Constitución en la obra 
colectiva, La Constitución y las fuentes del Derecho (I), 
pág. 321; GARCIA MACHO, R.: Reserva de ley y potestad 
reglamentaria, Barcelona, 1988, pigs. 183-184. 

7 6 Sobre el principio de interpretación constitucional en 
virtud del cual al Tribunal Constitucional l« está 
vedada, en ejercicio de su función de control, una 
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La peculiar estructura de las nomas jurídicas que 

atribuyen mandatos de intervención es característica de 

la ordenación económica. NUB1LANT puso de relieve, 

precisamente al analizar «1 instrumento nornativo por 

excelencia de la intervención económica» la directiva, 

que esta actua como un programa de acción económica que 

pretende determinar hecho» futuro«. Su fin es prever 

eventos futuros y su fundamento lógico es la experiencia 

económica *'• . 

Precisamente la intervención publica en la economia 

y la necesidad de explicar las relaciones Ley-

Administración en dicha esfera están en el origen de la 

concepción relativa a la función directiva de la ley en 

relación a la acción administrativa» y de la pareja de 

conceptos de LUHMANN a la cual antes hemos aludido. La 

denominada programación por objetivos tiene su campo en 

las tareas ligadas al desarrollo económico y protección 

del medio ambiente. Vemos, pues, que lo único que se ha 

producido es una asunción por la Constitución de dicha 

característica. Al integrar preceptos configuradores de 

la intervención pública en la economia se ha utilizado la 

estructura lógica que es inherente a las normas jurídicas 

relativas a dicha esfera de la realidad. 

En eate sentido, si atendemos a la configuración de 

laa competencias de los órganos comunitarios que se 

deriva del Tratado de Roma vemos que las mismas se 

atribuyen en función de los objetivos establecidos 77. 

interpretación que conduzca a una restricción de la 
libertad conformadora del legislador más allá de los 
limites establecidos en la Constitución, vid. HISSE, K., 
fc8C»?JLL08 flO UBrocno wQH3tltUC IQflgl > trad, esp. , nuar id, 
1983, pigs 51 y ss. 

Torino, 1855. 

7 7 La finalidad econóaica de la Comunidad Económica 
Europea aparece con nitidez en el art. 2 del Tratado 
Constitutivo: "Son fines de la Comunidad, mediante el 
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Esta característica de las competencias comunitarias, que 

explica la dificultad de establecerlas con precisión, de 

hacer un "listado" de las mismas, asi coso su carácter 

expansivo, ha hecho que por parte de la doctrina se 

califique m dichas competencias como de "acción", ya que 

requieren una actuación, una adopción de las cedidas 

necesarias para la realización de unos objetivos 

señalados rm. 

El Tratado C E . i. seríala solamente la 

instrumentación normativa de las medidas pero no indica 

nada acerca del contenido de las mismas, no precisa ni la 

conducta ni el alcance de la misma. A la fijación de 

establecimiento del Hercado Común y el acercamiento 
progresivo de las políticas económicas de los Estados 
miembros, promover un desarrollo armónico de las 
actividades económicas en el seno de la Comunidad, una 
expansión constante y equilibrada, una estabilidad 
creciente, una mejora continua del nivel de vida y unas 
relaciones más armoniosas entre los Estados que integran 
la Comunidad". Esta caracterización de ios fines explica 
el contenido peculiar del Tratado de Roma. Aunque no todo 
el texto constituye lo que denominaríamos Constitución 
económica, si que todo el está fuertemente impregnado de 
la relevancia atribuida a lo económico. La doctrina ha 
puesto de manifiesto la importancia de los objetivos de 
la CEE para la interpretación teleològica de los 
diferentes tratados. CÜMSTANT1NESC0 afirma que la gran 
regla que impera en la interpretación de los tratados es 
el principio teleologico que exige que la interpretación 
se haga bajo el prisma y a la luz de la Constitución 
económica de cada tratado, en La Constitution économique 
de laC.E.E.*, K Tria, D. fcuropoen, 1877, i. pág. 247. 
Cabe destacur que las denominadas libertades no son 
derechos subjetivos en sentido clásico sino que están 
funcional izadas, al servicio del logro de un mercado 
común y el contenido de los mismos no está en relación 
con los sujetos de derecho sino solamente en tanto estos 
son factores económicos de producción. Se trata de la 
libertad de los factores económicos de producción. El 
individuo viene a ser considerado como ejecutor de una 
actividad económica o como destinatario de ella. Vid. 
LOPEZ GARRIDO, D.: Libertados eeonánicaa y—derechos 
•MmliHalaJaUmmHiAifc * * • ***• * &\m $ 

1986. En el prólogo se hace referencia al alma 
económica" del orden jurídico comunitario, 

79 ISAAC, 6.: Hanual del Derecha ConunitariQ—generali 
Barcelona, 1985. Este autor califica estas competencias 
como de acción", pág. 40. 
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objetivos no le sigue la definición de potestades 

legislativas o ejecutiva« - que puedan usarse y las 

•aterías concretas a que puedan referirse. No se 

determina el contenido funcional y material de ios 

poderes que se asignan a la Comunidad. La f'ornula 

empleada es La de vincular las atribuciones a los fines u 

objetivos que a la Comunidad se confien» dejando en un 

grado de indefinición notable a ios poderes que puedan 

usarse para alcanzar tales fines ym. 

La peculiaridad de las normas configuradoras da la 

dirección pública de la economia se reproduce en todos 

tos escalones, no solamente en "las determinaciones da 

fines del Estado', en terminología alemana, sino también 

en la legislación de caràcter ordinario, señaladamente 

la de contenido planificador. La virtualidad de las 

normas de programación final reside en la libertad que 

dejan a los diferentes agentes económicos en orden a la 

determinación de las conductas necesarias para la 

realización de ios objetivos señalados.. 

Seguramente esta característica se fundamenta en la 

necesaria articulación de las potestades inherentes al 

gobierno público de la economia con las facultades de 

decisión descentralizadas que corresponden a los 

distintos sujetos en tanto que titulares subjetivos. 

rm MUHOZ MACHADO, S,: jl Bmtarin. el Derecho interno v la 
CQBurudad europea. Madrid« 1988« pags. 35 a 49. 
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1 1 - 1 - 3 . LA LIBERTAD PE. EMPRESA COMO LIMITI A LA DlftECCflQg 

pilHLlL-A UM LA t L l l M U n l f t 

Hasta ahora henos expuesto como al principio da 

Estado social y loa concretos principioa rectores 

constitucionales» con espacial atanción al contenido del 

art. 40, constituyan titulo suficiente para una 

intervención del Estado en la vida económica y social, y 

COBO dicha intervención puede ser no solamente de 

carácter ordenador sino taabién director, iapulaando y 

encauzando el desarrollo global del proceso socio­

económico *, Pero no nos heaos referido al limite, al 

alcance de dicha función estatal. Heaos analizado la 

eficacia habilitadora de los preceptos constitucionales 2 

pero, de acuerdo con loa principioa que rigen la 

interpretación constitucional -unidad y concordancia 

práctica-, debeaos tomar en consideración otro conjunto 

de bienes constitucionalnente protegidos que nos 

1, No heaos entrado en el detalle de los cometidos 
concretos asignados a los poderes públicos a lo largo del 
texto constitucional porque no conatituia el objeto de 
nuestro trabajo. Aai entre estos se puedan citar los 
establacidoa an el 31 (sistema tributario justo, 
inspirado en loa principioa de igualdad y progresividad y 
asignación equitativa de loa recuraos públicos), art. 40 
(formación y readtptación profesionales, garantia da la 
seguridad a higiene en el trabajo), art. 45 (protección 
dal awdio aablanta y utilización racional da los recursos 
naturales con al fin da protagar y «ajorar la calidad de 
vida), art. 47 (utilización del suelo y vivienda, rescate 
de las pluavalias derivadaa de la acción urbanística), 
art. 51 (protección de loa consumidores y usuarios, 
régiaen de los productos comerciales). 

2. A la eficacia habilitadora se refiera LOPEZ GUERRA, 
* * * * w i * aBMS*MiH>iMia4B«riHsBV^ * *"*er * W * W « BT * * • » * %#***# * 

Sobra la asignación da facultadaa da control global de la 
econoaia derivadas da loa objetivos y valoras aocialas 
constitucionalizadoa (arta. 9.2, 40.1, 130 y 130.1 ) Vid. 
VICENT CHULIA, f., antra otro«, ; Coapandxo critico do 

habilitación genérica no alcanza dlrectaaente a la 
Adainistración, por alio heaos utilizado loa términos 
podaras públicoa, Estado...Posteriormente entrareaoa en 
dicha cuestión. 
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pernitirán cerrar el cuadro da referencia, establecer los 

parámetros da constitucionalidad dal gobierno público de 

la economía *. 

Por esto centrareaos ahora nuestra atención en el 

contenido del art, 30 C E . al encerrar este precepto los 

elementos que aportan el complemento necesario para la 

determinación del alcance y características de la función 

de dirección pública de la economia, 

Antes que nada débenos destacar la Modernidad de los 

términos utilizados en dicho precepto y el carácter de 

síntesis que el DISBO tiene. En ¿1 aparecen todos los 

rasgos que caracterizan el sistema económico actual. 

Parece una condensación de las transformaciones 

desarrolladas en la ultima mitad de siglo. 

Expondremos de forma separada los diferentes 

3. La interpretación constitucional tiene sus propias 
exigencias hermenéuticas como ha puesto especialmente de 
relieve HESSE. Este autor, seflala los principios que 
deben orientar y encauzar el proceso de relación, 
coordinación y valoración de los puntos de vista o 
consideraciones que llevan a la solución del problema. 
Estos son: el principio de unidad de la Constitución 
(interpretación sistemática;, el principio de 
concordancia práctica, loa bienes jurídicos 
conatitucionalmente protegidos deban ser coordinados de 
tal modo en la solución del problema que todos ellos 
coneerven mu entidad, cuando se produzcan colisiones es 
preciso establecer los limites de ambos bienes a fin de 
que amboa alcancen una efectividad óptima, esta fijación 
de limites debe responder en cada caso concreto al 
principio de proporcionalidad; el principio de corrección 
funcional, según el cual si la Constitución regula de una 
determinada manera el cometido respectivo de los agentes 
de las funciones estatales, el órgano de interpretación 
debe mantenerse en el marco de las funciones a él 
encoaanadaa; y, finalmente, el criterio que se contiene 
en los otros, el de la fuerza normativa de la 
Constitución, op. cit., pigs. 47 a 50. ESCRIBANO COLLADO 
ha puesto de saanifieato la neceaidad de tomar en 
consideración dos premisas esenciales para abordar el 
estudio de la Constitución económica: la naturaleza 
normativa de la Constituolón y su carácter de 
ordenamiento en cuanto exponente de los elementos unidad 
y coherencia, op. cit., paga. 92 y 93. 
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elementos para asi captar aejor la eoaplejided da la 

libartad da eapresa consagrada an nuestro taxto 

constitucional. COBO BASSOLS ha indicado, constituye un 

imperativo aetedologico el tratamiento por separado da 

los núcleos esenciales de este precepto * En nuestra 

opinión los aspectos a considerar son tres; libertad de 

eapresa, econoale de aereado y función de los poderes 

publicas *. A este ultimo nos henos referido anteriormente 

y, por tanto, ahora centráronos nuestra atención en el 

significado de la referencia a la libertad de eapresa en 

una economia de mercado. 

En este apartado pretendeaos determinar, 

identificar, el ámbito de la realidad aludida en el 

articulo 38 CE.. Es decir, trataremos de fijar qué habrá 

de entenderse por eapresa. Coao ha señalado DE OTTO, esta 

operación constituye el priaer eleaento para determinar 

el contenido de cualquier derecho *. 

Al utilizar los término» de libertad de eapresa 

nuestra Constitución abandona la terainologia tradicional 

da libertad da industria y coaarcio 7. El concepto de 

4- Comt 1 tueián op. cit., pig. 132 

5. Esta aisaa posición en BASSOLS, op. cit. pag. 133 

8. La regulación del ejercicio da los derechos y 
libertadas. La garantia da su contenido eaancial en el 
art. 53.1. de la Constitución" an D«™eho« fundaaantala« 
y.—Coaafc Elución, que reproduce taabién un trabajo da 
MARTIN RETORTILLO, L. Madrid, 1988, pag. 142 

7. El principio da libertad industrial es proclaaado an 
1813 por Decreto da las Cortas da Cidis: "todos los 
españoles, extranjeros y avecindados o que aa avecinen en 
loa pueblos da la Monarquia podran lihraaante establecer 
la tahrißmm o artefactos da cualquier ciase qua las 
acoaoda, sin necesidad da peraiso ni licencia alguna, con 
tal que se sujetan a las reglas da policia adoptados o 
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libertad de industria y comercio cobra su significado en 

un contexto caracterizado por dos eleaentos, la lucha 

contra los gremios * y el nodelo liberal de separación 

entre Estado y sociedad. En esta perspectiva libertad 

industrial y de conercio significa ejercicio libre de 

actividades económicas sin intromisión estatal. Pero esta 

libertad va estrechamente emparejada con la propiedad, en 

que se adopten para la salubridad de los mismos pueblos. 
También podrán ejercer libremente cualquier industria u 
oficio útil sin necesidad de examen, titulo o 
incorporación a ios gremios respectivos, cuyas ordenanzas 
se derogan en esta parte", En este texto aparece 
claramente el contenido y finalidad del principio de 
libertad de industria, su formulación en términos 
ne, tivos y el significado amplio del término industria, 
equivalente a actividad económica. Sobre este tema, 
* * mé M CS *^ fc n mé m» %•/ * j W * má « smMBB*>-»iî B)tHLMuBhaâ ^ 

tkJUmtÉÚAHmJHUmmmkmm * •*%* * A \& $ * *r w TS I jgr B «m ™ * mm mm • * m» » * 

8. La virtualidad del principio residia en mostrar de 
forma ciara la voluntad de abolir el precedente sistema 
político-económico, en el cual el comercio y la industria 
no eran libertad sino privilegio otorgado, caso por caso, 
por el soberano' VILLAR PALASI ha puesto de reli 
estrecha vinculación entre formulación del principio de 
libertad industrial y lucha contra los gremios. Dicho 
nexo aparece en le texto antes transcrito en op cit. en 
nota anterior. En el sismo sentido LAUBADERE, A . Droit 
£UMÍ£ ÉCOnoaique. Paris, 1979, pigs. 237 y ss. GALGAHO, 
F. L art. 41", en ls obra colectiva dirigida por BRANCA 
•MafJBHBsaSMBlJU 

Bolonia-Roma, 1982, pág. 8. 
Cabe recordar que la Ley de Ordenación y Defensa de la 
Industria de 1939 parecía querer restaurar dicho régimen 
al prohibir con crtcter general la instalación, traslado 
y ampliación de industrias y requerirse para el 
desarrolllo de esta actividad el otorgamiento previo de 
una concesión (art. 4). Este sistema no quebrará hasta 
1963. 
VILLAR PALASI, intentó explicar dicho régimen en su 
trabajo La actividad industrial del Estado en el Derecho 
administrativo", R.A.P.. 1950, 3. Las peeulisridsdes de 
la situación politico-administrativa fueron puestas de 
relieve por FERNANDEZ RODRIGUEZ, T.R.: "Inscripciones y 
autorizaciones industriales", R.A.P.. 1962, 52, pags. 246 
y 247. Posteriormente VILLAR PALASI conceptuaria la 
intervención de la Administración como una autorización 
discrecional; en Ls intervención administrativa en—la 
indültria, Madrid 1964 pigs. 329 y ss. In el sismo 
sentido SAINA del ALCAZAR, M. Régimen Jurídico—til ll 
AawJsJBMiiJusMm * » • * * » * * U $ A w W U f 

pAgs. 237 y ss. 
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una concepción en la que prevalece la idea de empresario 

individual» del comerciante •. La actividad y la 

organización constituyen nanifestaciones de us capacidad 

y por ello se da un nexo estrecho entre la ©apresa y su 

sujeto titular l0. 

La aparición de la gran empresa y su relevancia en 

el sisteaa productivo y el proceso de deapersonalización 

que se deriva del fenómeno del accionariado, implican 

serias dificultades para el aanteniaiento de dicha 

concepción. Sobre todo porque este proceso se produce de 

forma paralela al desarrollo del intervencionisao público 

en la economia, determinante de un entrelazamiento entre 

las funciones del estado y la econoaia privada. Las 

transformaciones requieren una actualización conceptual 

en la que aparezca de forma relevante loa elementos que 

caracterizan la complejidad estructural de los sujetos 

activos de la producción e intercaabio aasivos de bienes 

y servicios. La deapersonalización del tráfico jurídico 

implica priaar los aspectos organizativos de la actividad 

econóaica ll , 

La Constitución plasma dicha evolución al introducir 

la libertad de empresa El significado del termino 

eapreaa eati lejos de ser pacifico. Especialaente en el 

aundo del Derecho que, generalaente, no toaa en 

consideración de foraa unitaria este fenóaeno económico, 

9. La doctrina ha puesto da relieve coao históricaaente 
se produce el progresivo desplazaaiento del coaerciante 
coao centro de gravedad del derecho aercantil a la unidad 
de producción e intercaabio, la «apresa.Vid. GALGANO, F.: 
UaJaasVlsJaUBtadMB*^^ W S t * W w * U H a | * W W * * 

10. BALDASSARE, A Le trasforaazione delTimpresa di 
fronte elle Costituziones". PsiOfigllia • DJxJLUa, 1977, 
pegs. 15 y as. y ALONSO UREBA, A. ii§ f P f > > > publica. 
Aspectos -iur idico-conet i tue ionalea y de Derecho 
«COnáBiCQ. Madrid, 1985, págs.120 y ss. 

11. La conexión anterior entre eapresa coao actividad y 
su sujeto Jurídico, su titular, funciona en la actualidad 
solamente a nivel de pequen"a eapreaa. 
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sino qua, al juridiíicarlo lo haca d« foraa parcial, 

atendiendo a sua difarantes perfilas *». 

La dificultad para aprehender un concapto unitario 

de «apresa se ha planteado da foraa significativa en al 

áabito del ordenaaiento coaunitario debido a los 

distintos tratamientos nacionales. Asi al Tribunal de 

Justicia de la C E . opera con un concepto BUy aaplio. Por 

eepreaa entiende una 'organización unitaria de elaaantos 

personales, materiales e inaateriales, unidos a un sujeto 

jurídicamente autónoao y que persigue» perdurableaente 

una aeta económica determinada i3 Cuando el T J C E 

habla da un sujeto juridicaaente autónoao no exige que se 

trate de una persona jurídica. 

La doctrina aercantilista no utiliza un concepto 

univoco de eapresa, pero distingue entre " empresa en 

sentido aaplio", que comprenderá tres elementos el 

estmbleciaiento» la actividad profesional y la comunidad 

entre el titulo del primero y sus trabajadores, y la 

"eapresa en sentido estricto" referida, exclusivaaente ai 

primer eleaento. 

Se plantea pues la necesidad de determinar los 

aspectos relevantes desde el punto de vista 

constitucional, precisar la realidad material que aubyace 

an el art. 38 coao presupuesto del ejercicio del derecho 

constitucional. Ea preciso deterainax el concepto 

constitucional da eapresa. El concapto presupone una 

descripción de la realidad y por tanto constituye una 

operación previa a la tarea de la disciplina jurídica que 

12. Generalaente sa distinguen tras aspectos con aarcada 
proyección jurídica: coao sujeto econóaico, coao 
actividad y coao coaunidad laboral. Vid., por todoa, 
ASQUINI, Profill doll'iapraaa. Padova, 1981; VICENT 
CHULIA, F.: op. cit. pig. 100 y as. 

13. Sant. T.J.CE. da 13-7-1982, As. 17 y 20/81, 
Klöckner/Alta Autoridad. Vid. PELLICER Derecho 
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i« corresponda 

for «lio quizas sea necesario deslindarlo de otras 

libertades, de otros derechos a loa que está 

estrechamente conectada esta realidad organizativa. Ya 

que si en algo existe acuerdo es en su carácter de 

organización socio-económica, de unidad de producción de 

bienes y servicios que combina los distintos factores, 

capital y trabajo. Lo que sucede es que el concepto 

econóBico de empresa, caracterizado por los elementos que 

integran de t'orna organizada esta unidad de producción o 

de mediación de bienes para el mercado y por el hecho 

Hisso del propio significado de la finalidad perseguida -

la realización de una actividad de naturaleza económica-

no tiene en tanto que fenómeno económico un tratamiento 

unitario en el ordenamiento positivo A*, 

Esta síntesis que es la empresa presupone el 

reconocimiento de la propiedad privada y la autonomia 

contractual, pero no es la suma de estos derechos, no se 

agota en el ejercicio del derecho de propiedad o de la 

libertad contractual sino que és algo más 16 

Este quid piuris es el que se deriva de la 

utilización conjunta de una suma de derechos de libertad 

para el ejercicio de una actividad organizada con fines 

de producción o intercambio de bienes y servicios. Es 

14 BROSETA PONT , H , . : Ll tlprtll, la ülúf iClCJÓn Úñl 
» • • SUmAmM ïASm·^mJmMm^^uB^Kmm^mÀmSHmL·m.im^.M'm m¡ m —jáUaf •> » mtJilüaaMMamiS^Jm^JAIiiiiitiiAiiiái * ** **** * **«* • 

1885, págs. 166 y 167. 

15. ROJO pone de relieve como la libertad de empresa 
tiene como presupuesto el reconocimiento de otros 
derechos. Unos expresamente reconocidos en la 
Constitución, como el derecho de propiedad (art. 33,1) o 
el derecho a elegir libremente una profesión (art. 35.U 
y otros están implícitos en el texto constitucional y 
aparecen recogidos en las leyes ordinarias, como la 
libertad contractual (art. 1255 Código Civil), Vid. 
"Actividad econòmica pública y privada en 1« Constitución 
espartóla, U L I , IS84, 170-171, págs. 327 y ss. En el 
mismo sentido BASSOLS, M. CanglitUBJéil •.. op. cit. págs. 
135 y ss. y GALGANO, F : "art. 41", op. cit. págs. 3 ss. 



•ate plus el que sustantiviza ia eapresa, es el que nos 

peralte distinguir el emprendedor del aero propietario 

de los instrumentos de producción. lata propiedad 

dinámica , que coabina los diferentes factores de 

producción, que orgsnita el proceso productivo, explica 

que ia Constitución contemple de forma diferenci»*** el 

derecho de propiedad del derecho a la libre «apresa. La 

enpresa es una institución sustantiva im. Es pues a estos 

eleaentos diferenciales de otros derechos a ios que se 

refiere la Constitución y por esto configura un derecho 

autónomo, con independencia de los otros derechos 

eonsaff-ados y no como la mera sunt de los BISCOS 

Como el propio termino pone de relieve, empresa es 

una noción que remite directamente a la idea de 

iniciativa. Esta equivalencia conceptual explica que la 

exegesis del art, 30 C.E. se haya planteado en términos 

de ámbito de iniciativa privada l7. Libertad de empresa 

significa pues libertad de emprender actividades 

económicas licitas, libertad para producir y distribuir 

bienes y servicios. 

Pero, no solamente existe una tutela constitucional 

de la iniciativa privada, sino que dicha protección 

abarca también a la creación de empresas, es decir la 

realización de actividades a través de la creación de una 

16. BASSOLS destaca éste carácter dinámico de la 
propiedad en relación a la empresa, op. cit. pág. 136. 

17. ROJO, op. cit,; ENTRENA CUESTA,R.: El principio de 
libertad de empresa , en la obra dirigida por GARRIDO 

* n U w f l t •> Sji A B | | f r#^ | ¡ | |Av g y U i i l [ l y t X i i t U lA..ai. A M W.MAA.B-MMiAJaJAJM-A.MMt I W 

cit, págs. 107 yis.i FONT GALAN, J.I: Notas sobre el 
aodelo económico de la Constitución de 1975 , R D M . 
1979, 152, págs. 205 y as.; HáRTINEZ VAL, J.M.: art. 
38', en la obra colectiva, dirigida por ALZAGA, 0, 
CoitntlfiQg a la Constitución. Madrid 1983, págs. 085 y 
as.; CAZORLA, L. M».: art. 38". en la obra colectiva, 
Coarntarioa ,, a la Constitución, dirigidos por GARRIDO 
FALLA, F., piga. 740 y sa. Este último autor recuerda que 
el redactado inicial dal precepto aataba formulado en 
términos da libre iniciativa econóaica privada. 
Igualmente BASSOLS, op. cit. 
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organización» con independencia de la for»a jurídica 

utiliíada. Es decir se reconoce no solamente la libertad 

en la fase inicial sino también en la etapa posterior, en 

4a fase del desarrollo de la actividad al extender el 

astuto protegido mas allá de la libertad de industria y 

de comercio El vocablo empresa cubre por lo tanto dos 

aspectos, la iniciativa y la instrumentación mediante una 

organización de dicha capacidad de emprender im. 

Ib. Esta faceta organizativa explica que algunos autores 
hayan intentado engarzar la creación de sociedades 
mercantiles con el art. 22 de la Constitución. La 
finalidad es dotar la libertad de empresa de los 
mecanismos de protección reforzados del art. 53.1 C E . En 
este sentido MARTINEZ VAL, J H , op cit, pág. 885 y 
AGU1AR DE LUyUE, L. "Art. 22", en la obra colectiva, 
'.oipcn,tafiQ§ a ls Constitucióp. dirigida por ALZAGA, op. 
cit , pág. 6U8. El tratamiento más completo de la 
posición de rechazo a esta linea argunental se encuentra 
en FERNANDEZ FARRERES, G.: Agociacianti y CangUtüsión, 
Madrid, 188?, págs. 183 a 1?4, vid. especialmente nota 
'¿'ó. La posición de este autor se basa en la directriz 
hermenéutica según la cual, sin razones suficientes, a 
términos diferentes no se les debe atribuir el mismo 
significado. MROBLEWSKI. J.; Conititucitin y Leuna 
general de la interpretación .jurídica. Had rid, 1985, 
pags. 487 y ss. El Tribunal Constitucional se ha 
pronunciado sobre esta cuestión entendiendo que si bien 
es cierto que con nuestra terminologia habitual el 
término asociación designa las uniones de personas con 
fines no lucrativos, también lo es que un concepto amplio 
de asociación se encuentra en el Código Civil (arts. 35.2 
y 36) al referirse a la asociación de interés 
particular , sean civiles, mercantiles o industriales. 
Sin embargo, y aun si admitiese esa apertura de fines del 
derecho fundamental de asociación, éste sólo podría 
invocarse en aquellos casos en que realmente apareciese 
vulnerado el contenido de dicho derecho. Pero en las 
sociedades de capitales, cuya forma más característica es 
la sociedad anónima, predomina, frente a las relaciones 
derividas de la unión de personas, las nacidas de la 
unión de capitales, por lo que, sin excluir la 
posibilidad de que en determinados casos pueda 
introducirse una lesión del derecho de asociación 
respecto a este tipo de sociedades, es necesario plantear 
en cada supuesto si el derecho de que se trata y que se 
entiende lesionado es efectivamente de naturaleza 
asociativa o bien tiene un carácter preferentemente 
económico. En el presente recurso la posibilidad o no de 
que un acuerdo social reduzca sin indemnización las 
facultades del usufructuario, entre ellas las de 
suscripción preferente de nuevas acciones, y aumente 
conslguientesente las del nudo propietario plantea una 
cuestión que atañe sobre todo al contenido de derechos 
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Expuestos los rasgos suscintos del concepto de 

libertad de empresa debeaos toaar en consideración el 

segundo eleaento que caracteriza el art. 38 C E , La 

Constitución indica que la actividad empresarial, que se 

configura coao libertad se desarrolla en un «arco de 

econoaia de aereado 

La introducción en ei texto constitucional de un 

concepto coao es el de econoaia de aereado plantea 

probieaas desde el punto de vista de la exegesis 

jurídica. Se trata de un concepto econoaíco que adaite 

multiples interpretaciones *•* Pero en cualquier caso, a 

pesar del carácter polivalente de la expresión, sieapre 

existe un punto básico, un eleaento coaún: el piuralísao. 

Es decir diversidad de agentes, diversidad de sujetos que 

concurren en la asignación de los recursos. Significa que 

ei juego de la oferta y la deaanda tiene un papel en ia 

econoaia. 

El reconocimiento de una función al mercado en la 

regulación del proceso econóaico no comporta la 

eliamación de la dirección publica de la econoaia» 

significa única y exclusívaaente que las decisiones 

económica« no podrán ser adoptadas de foraa centralizada 

y que la planificación de las actividades econoaicas no 

podrá tener carácter integral, abarcar todos los 

aspectos. La econoaia de aereado se opone así a control 

del proceso de foraa total y absoluta por el Estado 2 ° . El 

patríaoníales que se reconoce en el articulo 33.3 de la 
Constitución y cae, por tanto, fuera del derecho de 
asociación y del ámbito del recurso de aaparo (Sent. T.C. 
23/1987, de 23 de febrero (FQ. Ja 8tt> Un coaentano de 
esta sentencia en LASAGABASTEB, I.. Derecho de 
asociación y libertad de empresa Mota a la STC 23/1987, 
de 23 de febrero. R.V.A.P. 1988, 22, págs. 198 y ss. 

19. GARCIA PELAÏO, I.: Conaidaracíonea... op. cit. pág. 
27 y ss , DE ESTIBAN, J. y LOPEZ GUERRA, L.: op. cit. 
paga. 337 y 338; CAZORLA, L. M&, op. cit., pág. 742. 

20. GALÁN COMÍA, E., an «l prólogo a la introducción 
espartóla de la obra da REICH: Here ado y Derecho, 
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reconocimiento del papel institucional del aereado es asi 

un corolario del reconocimiento de la libertad de 

«•presa, del derecho a la libre iniciativa económica ai. 

Este libre ejercicio de actividades, en su triple 

dimensión de inicio, desarrollo y téraino, requiere para 

su plenitud un espacio de libre decisión. El mercado no 

es solaaente un suaimstrador de información, un 

indicador del funcionamiento correcto de las empresas 

sino que es también un ámbito de toaa de decisiones, Por 

esto el reconocimiento del pluralismo económico, de la 

pluralidad de empresas o unidades productivas significa 

el reconocimiento de una orden econóaico pluricéntrico. 

La idea de mercado supone la existencia de centros 

autónomos de decisión. 

El reconocimiento de la libre iniciativa a una 

pluralidad ilimitada de sujetos en el aarco de la 

economis de mercado significa el reconocimiento del 

principio de concurrencia. Esta se presenta en una 

relación dialéctica con la libre iniciativa económica. La 

libertad de iniciativa económica de un sujeto se 

manifiesta en relación a los deaás coao libertad de 

competencia aa. 

contrapone econoaia de aereado a sisteaa econóaico de 
planificación central o econoaia centralizada. 

21. ALONSO UREBA. A op. cit. pág. 116, BAENA DE 
ALCAZAR, H: "La ordenación del aereado interior", en £1 
BQtlnlQ. •. op. cit. pág. 109. 

22. La idea de concurrencia se ha visto reforzada en 
nuestro ordenaaiento con la incorporación a la Comunidad 
Econóaica Europea. Los arts. 85 y ss. del Tratado de Roaa 
establecen las reglas sobre la libre competencia, cuya 
finalidad esencial lo constituye la defensa de la aisaa 
frente a los acuerdos y prácticas de los operadores en el 
aereado contrarias a aquella. La necesidad de adecuar la 
noraativa española a los criterios coaunitarios es 
expuesta por «0SIGN0LI, JA.: Hacia una nueva 
aproximación al Derecho de la competencia en España , 
I C E , 1987, 850, págs. 9 y ss. Una exposición del 
principio de competencia en loa diferentes niveles, 
estatal, coaunitario e internacional, en RAINAUD, J M. y 
CRISTI«, R (directores); Droit public de la 
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Pero el libre juego de las fuerzas que concurren en 

el aereado no constituye una garantia del libre 

t'uncionsBiento del aereado. El significado del aereado 

COBO atacanisao orientador y configurador en la asignación 

y aap leo de los recursos puede verse alterado por la 

propia conducta de las eapresss. De ahi la necesidad de 

una actuación de los poderes públicos pars garantizar el 

libre juego del aereado. Se trata de evitar que los 

operadores cedíante determinados acuerdos o prácticas 

restrinjan o eliainen las regias de juego, 

así lo ha señalado el Tribunal Constitucional al 

afiraar que 

El reconocimiento de la econoaia de aereado 
por la Constitución, coso sarco obligado de la 
libertad de eapresa y el coaproaiso de proteger 
el ejercicio de ésta, -art. 38, inciso segundo-
por parte de los poderes públicos suponen la 
necesidad de una actuación especificaaente 
encaainada a defender tales objetivos 
constitucíonsles. Y una de las ífituaCiontl aut 
•BalsVaBViaViBUA «•^Sfc^s»iÉaashA»Ja^>^^™»A»i^KMÍSt^fc^B\^a>A^sWBaJa ™ • * * • * aBwBSASiaB\^BMB\^B*BiNaJtJ^M*«iJmi» 

S i mum.A&mmm~~m.&S&Am.ELm*4k&&m~m¿tm~A3&¿*Mik*&m^ *«g i * w p U w U m i l is»aWJsBJB^wJsVs>i m 

taYsaaMaauBV ffl w a A • • « i * * * Ä u n ^^^SUt^^mmmiíméijAi^mmm^sA^^^^i·i^M^^^M·^mmm-lBJkéi^Kmt^^m 

WLkEJmMmJmMméibM^ ¡ «máJmMUm •s^fta—--. m a» •a-aaaAAiJsfcA.^^aiAJAt»^aJBt 

entre empresas, apareciendo asi la defensa de 
la coapetencia coao una necesaria defensa, y no 
coao una restricción de la libertad de eapresa 
y de la econoata de aereado, que se verían 
aaenazadas por el juego incontrolado de las 
tendencias naturales de éste" 23. 

Paro al aargen de la intervención de los poderes 

públicos destinada a garantizar el correcto 

funcionaaíento del aereado, la actuación pública responde 

taabiin a los requerimientos derivados de la necesidad de 

garantizar el desarrollo del proceso aconóaico. Por ello 

podrin condicionar, orientar las decisiones de los 

agentes privados señalando la dirección global del 

23. Sentencia T.C. 88/1S8Í, de 1 de julio (Fa Ja 4a). 
Vid. en asta sentido la L.16/1989, da 1? de julio» de 
Defensa de la coapetencia. 
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sistema productivo, §»ero an un ordan constitucional que 

reconoce el derecho a la libertad de empresa en el narco 

de una economía dt aereado dicha función de orientación 

deberá realizarse de forma que •• reconozca un espacio 

para el libre desarrollo de la iniciativa económica. Es 

precisament«? la tutela de este ámbito de decisión 

autónomo el que Barca el limite de la actividad de 

dirección publica del proceso económico. 

Los poderes públicos no intervienen únicamente para 

garantizar las "exigencias de la economía en general", 

como indica el mismo articulo 38 C E . sino que regulan, 

conforman la actividad de los diferentes agentes en 

cumplimiento de su función constitucional de mediación y 

composición de los diferentes intereses 

constitucionalmente protegidos. Con la introducción de 

este tercer elemento, con la referencia a la necesidad de 

contemplar la economia en su conjunto se pone de relieve 

la modernidad del mencionado precepto constitucional. En 

©1 aparecen los elementos que caracterizan la economia 

contemporánea, y que 

giran en torno al triplico empresa, mercado y poder 

politico. La acción reguladora de los poderes públicos se 

inserta en una visión superadora de la dicotomia Estado-

economia El gobierno de la economia no solamente está 

implícito en la fórmula de Estado social y posteriormente 

concretado en los principios rectores, sino que la 

intervención por motivos estrictamente de orden 

económico, sin relevancia de preocupaciones de tipo 

social está expresamente prevista en el art. 38 C E . y 

constituye uno de los valores que caracterizan la 

libertad de empresa. La actuación pública aparece en este 

precepto estrechamente ligada a la necesidad de 

garantizar el funcionamiento del sistema. 

La dirección pública da la economia puede tener un 

alcance mis o meno* amplio dentro de loa parámetros 

constitucionales, por «lio ••ti expresamente prevista en 

el art. 38 una determinada instrumentación de dicha 
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función directiva. ia planificación. Esta previsión, 

junto a la habilitación contenida en el art. 131.1. O.E. 

peralten captar toda la aaplitud» complejidad y alcance 

de la intervención pública sobre la econoaia con la 

finalidad de dirigir y orientar el proceso ** . La 

planificación no debe entenderse, pues no cabe dentro de 

los paraaetros constitucionales, coao una prograaacion 

centralizada, sino coao una racionalización de todas las 

actuaciones publicas en «ras a una coordinación entre los 

sector«« publico y privado 2S. La planificación es ia 

foraa de ordenación de las actividades econoaicas de 

acuerdo con unos objetivos generales. 

La referencia a la defensa de la productividad puede 

sorprender en una priaera lectura del preeopto, pero este 

valor no aparece en terainos absolutos sino que el propio 

texto lo vincula a las exigencias de la econoaia general 

y por tanto a la necesidad de toaar en consideración el 

funcionaaiento global del sisteaa, la econoaia en su 

conjunto 

Precisamente la necesidad de considerar la econoaia 

en general es el fundaaento de ia adopción de políticas 

24, Si toaaaos en consideración el conjunto de 
postestades de intervención pública en la econoaia (libre 
iniciativa, reserva de sectores, intervención de 
eapresas) se coaprende ais fací lóente coao la 
intervención publica puede corregir y condicionar el 
aereado en aras de intereses generales e incluso 
excepcionalaente supriairlo (art. 128.2. C E ) . 

25. En este sentido MORISl. op. cit., pigs. 385; DE JUáN, 
0.: op. cit. pig 205 y ss Y la doctrina italiana en 
relación con los programas y controles del art. 41.3. 
de la Constitución italiana, vid, HàZZOM. C.M.; 1 
controlli suile attiviti econoaiche . en Tilttato...- op. 
cit. pig. 310 y ss. Este autor entiende el téraino 
control' coao descriptivo de la posibilidad y necesidad 
de un juicio sobre la oportunidad y sobre la conveniencia 
de las opciones económicas de las eapresas que se 
aanifiestan en actos de autonoaia privada. El control 
(sobre las actividades económicas) ea el téraino que 
sintetiza las diferentes instituciones que peralten el 
iapuiso, dirección y coordinación con fines de utilidad 
general. 
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de reconversión en determiniadas unidades productivas. Si 

solamente se atendiese a razones de productividad 

microeeonómica la intervención pública no estaría 

justificada *•. fostenormente volveremos sobre es* a 

cuestión al caracterizar la politics de reconversi* .. 

industrial. 

i i . 1. J • ü EälKUCIUttA _ i CüMIIMiyQ , uu LA_¿áMálüLLá 
*̂*̂  ft1..A«. A. At A w M A M t i t **É lrf..jyt • • " M A M J J A I A ^M-mt.. ... . » " É ****% %TÍMÍ tlf ÉW * 

Las prec ÍSÍUII«S conc«ptuaies «»bobadas han 

pretendido clarificar el campo semántico, es decir ios 

usos en el lenguaje común y doctrinal de las expresiones 

'libertad de empresa", 'economía de aereado", 'exigencias 

de la economía en general ' Ilio nos debe permitir 

abordar con más precision la estructura, función y 

contenido de la garantía constitucional de la libertad de 

En primer lugar, desde una perspectiva sistemática, 

destacaremos su colocación. El art. 30 se encuentra 

situado en la sección segunda del Capitulo segundo del 

Título l t que trata de los "Derechos y deberes de los 

ciudadanos" La heterogeneidad de situaciones 

contempladas no es óbice para poner de relieve que se 

insertan en dicho apartado algunas cuestiones que por su 

contenido material afectan a aspectos básicos de la 

Constitución económica. Tal es el caso de la referencia 

ai sistema tributario (art. 31), al derecho de propiedad 

y herencia (art 33) y a la libertad de empresa (art. 38) 
27. Tal agrupación tiene su razón de ser en el «ignificado 

26. Un análisis de los diferentes tratamientos de las 
crisis empresariales desde la perspectiva del derecho de 
quiebra en BISBAL, J : La OBproaft en crisis y el atrecho 
de amataras, Bolonia, 1986. 

27. La conexión entre esto« derechos económicos, de 
contenido patrimonial ha sido puesta de relieve por la 
praxis constitucional derivada de la Lev Fundamental de 
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que lo« «endonado» derecho» tienen en un Estado social y 

democrático de Derecho. No implican tan solo esferas de 

libertad Individual frente al poder publico, sino que a 

su vez son instrumento« de utilidad social en cuanto que 

al conformar el poder publico esos derechos en virtud del 

Estado social lo hace ponderando intereses individuales y 

generales àm. 

Bonn que ha convertido la garantía del derecho de 
propiedad y la del derecho a libre ejercicio de una 
profesión en las claves interpretativas a la hora de 
enjuiciar la intervención publica en la economia. Mn este 
sentido PAREJO ha recordado dos cuestiones. En primer 
lugar» como la determinación del contenido del derecho de 
propiedad proporciona criterios para trazar la frontera 
Jèl terrena ccr.f iscatcr i«. Y. en segando lugar, li linea 
evolutiva que ha conducido a una extension de la garantia 
constitucional de la propiedad a todos los derechos de 
contenido patrimonial, En La garantia del derecho de 
propiedad y la ordenación urbar, istica en el Derecho 
alemán". R.E.li.A. 197b. 17. págs. ."'48 y 253. Por su parte 
REICH ha puesto de manifiesto la conversión del derecho 
fundamental al libre ejercicio de una profesión en 
derecho a la libertad de industria. Este p'oceso opera a 
través de una interpretación extensiva del concepto de 
profesión. Esta interpretación se deriva seguramente de 
la inteligencia de la garantia de la propiedad como 
tutela exclusivamente de lo adquirido, pero no de la 
adquisición misma Vid. op.cit., pags. ob* y ss. La 
conexión entre los distintos derechos fundamentales de 
contenido patrimonial tiene su origen en la realidad 
económica; la realización de actividades económicas 
privadas presupone una disponibilidad de medios, aunque 
el empresario no sea propietario de los bienes. Vid. 
A10MS0 UREBA. op.cit. pág. 1U5. BASSOLS. H. en 
'•ana t i tue ion , , . . op. c i t . . págs. 138 y CAVALLO y DI 
PL1N10, en Manual .... op cit., pág. 86, destacan como 
la ••presa contituye el aspecto dinámico del capitalismo, 
al consistir en el poder de gestionar una determinada 
actividad productiva de riqueza La propiedad tiene un 
carácter estático, es la objetivación de la riqueza 
producida. 

28. La libertad frente al Estado, en el sentido del 
liberalismo del siglo XIX deja paso a un contenido de la 
libertad que excede de los derechos de libertad clásicos, 
los derechos fundsmentales aparecen como un factor de 
integración, cobran su significado en la vinculación 
entre sociedad y Estado, Los derechos no se entienden 
como garantia meramente de la libertad sino que tienen 
que ser condición del ejercicio de la libertad. Vid. 
GARCIA HACHO, K.: La« aporta« de lo« derechos 

Hadrid. 1982, pig. 49 y ss , PEREZ LU10, A l . La* 
derechoa tundmmmntales. Madrid, 1904, y una referencia a 

á. 
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Esta concepción ha sido recogida por ©1 Tribunal 

Constitucional: 

"La Constitución reconoce un dcrct.hu a la 
propiedad, que u configura y proitlt 
eiertaaanta. COBO un conjunto de deberes y 
obligaciones, establecidas de acuerdo con las 
leyes en atención a valorea o intereses de la 
colectividad. La incorporación—dj exigencias 

privada que se traduce en la prtviaión legal de 
JDllXJttncignaa— Publica» no «eraaente ablator las 
en la esfera de las facultades y 
responsabilidades del propietario" *•. 

Esta funcionalidad constitucional se traduce en el 

sistema de tutela establecido en el art. 53.1. C E . La 

protección establecida en este precepto se articula en 

torno a tres «ecanisaos, reserva de ley» eatablecieiento 

de unos limites para el legislador y recurso de 

ineonstitucionalidad. Cabe destacar en esta bateria de 

instrumentos de tutela la exclusion del recurso de 

separo, que pone de «aniíiesto el carácter decreciente» 

la gradación de la garantía jurisdiccional atendiendo a 

la significación y contenido de lo» derechos. 

& A « A . w , * • • 4 - mJmÈmmOmL·JL^mJEL·iim,, m. mmiiAJLJm m M T * É A J » A Í J » A É » 

El contenido de la libertad de ecpresa garantizada 

en la Constitución tiene un doble significado, coso 

institución jurídica y co«o derecho subjetivo. 

La garantia cono institución jurídica implica una 

toas de postura en favor de la institución jurídica de la 

la cuestión en la doctrina a leñana, centrada 
especialnente en los derechos de contenido : «tristónial en 
REICH, N op.eit. pigs. 80 y ss. y ALONSO UREBA, A,. 
op.cit, pigs. 87 y it. 

29. (Sent. T.C. 37/1S87, DI 28 de mmtMO, la Ja 2a). 

http://dcrct.hu
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•apresa, disertando d« «ata forns uno de ins rasgos 

definidoras dal orden econonico y social. 

PáREJÜ y LOPEZ RáMON han puesto da raliava la 

tuncionaiidad constitucional da la taenica da la garantia 

institucional y cono asi sa axplica «u perfil conceptual 

COBO es bien sabido, la técnica de la garantía 

institucional tiene por objeto asegurar una imagen 

recognoscible, en tiremos históricos, de determinados 

eienentos constitucionales Su origen sa encuentra 

vinculado al reconocmiento en la Constitución de Weimar 

de ciertos derechos o libertades en favor de ciartas 

estructuris organizativas lia familia, el nunicipio, la 

comunidad científica) SCHMITT propuso el concepto de 

farantíi institución»! ante la imposibi1idad de conjugar 

ia protección constitucional de determinadas 

instituciones con ia concepción clasica da los derechos 

fundaméntalas, entendidos COBO una esfera de libertad 

limitada 31 En ia concepción da este autor ia garantía 

institucional es por su esencia Imitada, existe solo 

dentro del Estado y afecta a una institución 

jurídicamente reconocida, delimitada» al servicio de 

ciartas tareas y ciertos finas. No sa trata d# un derecho 

contra ai Estado» significa 'una protección 

constitucional contra ia supresión legislativa, según as 

característico de ia garantia institucional Sï. 

30. LOPEZ RAMON, K La Caracterización .jurídica da las 
fuer¿as áUBláAS. Madrid, 1987, pags, 370 y ss , PAKEJO 

* " ^m\Jm\ehiaMÍhÍMaVaNmVa«^ ' 

Madrid, 1981 

31. SCHMITT, Carl.: Icürift de la UünsUtüClQn• traducción 
en castellano México, reimpresión, 1970, pág». 187 a 203 
La técnica de la garantia institucional aparece 
estrechamente vinculada a la idaa da imposibilidad da 
aplicar al concepto da derechos fundamentales a las 
"comunidades" u organizaciones. 

32. Este autor enfatiza el carácter polivalente de la 
Constitución de Weimar respecto a la propiedad privada. 
La propiedad coso institución y COBO derecho fundamental 
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El Tribunal Constitucional ha recogido la figura 

indicando que 

#1 orden ¿uridico-político establecido por la 
Constitución asegura la existencia de 
dtttrimadss institución«« a las que se 
considera COBO conponentes esenciales y cuya 
&rescrvaci¿n se ,iu¿ga _ indispensable para 
asegurar los principios consti tucionales, 
estableciendo en e l l a s un núcleo o reducto 
indisponible por el legislador. Las 
AiiBfci hucjkflflgg——_- gg^rmtingflm suti eleaenLos 
ia\AJa>Jaai..»iilaiiiiHii MU.-ifcAÉ>dfc»Ma.A.liiî a. A*AlaV«»M^fc^AAjB*JM»^BhiHi mm •^••««JtmML·t^m«.. T U — J i ^ f c J s a J a M A 

c ona t i t tic uanml y las noreaciones que los 
protegen son sin duda, norneionti 
organizativa«, pero a diferencia de lo que 
sucede con las instituciones supreass del 
fcstado cuya teguiación se hace en el propio 
texto constitucional, en éstas la confUuraciáP 

ordinario al que no se fija nas liaite que el 
reducto indisponible o núcleo esencial de la 
institución. Eax~~ definición, la garantía 

fijado una vez por todas, sino la preservación 
de una institución en tiramos recognoscibles 
para la íaagen que de la ñisca tiene la 
conciencia social en cada tieapo y lugar. Lj| 
única \ß. te rd i c c ion claramente discernible es la 
de la ruptura clara y neta con esta inagen 
coaünaente aceptada de la institución que, en 
cuanto foraacion jurídica, viene deteramada en 
aÉJÉtJ îaA«HL»w -̂»M t̂jaiidatw f̂c^aWiM-̂ tjw[,iJk ,*mdMMmBb'·i·>«mMJÈífa 

la regulan y la aplicación que de las nisaas se 
hace" " . 

Heaos transcrito este largo párrafo porque peralte 

obaervar con claridad el significado de la garantia 

institucional y la utilidad de aplicar dicha foraulación 

conceptual a la libertad de eapresa. La Constitución no 

garantiza un contenida concreto y daterainado sino una 

institución configuradora del orden socio econóaico 

El contenió del art. 38 C. viene a establecer 

iaplica una relativización del carácter de derecho 
fundamental, op. cit. pig. 198. 

33, Sent. T.C. de 28 da Julio de IS8I (FQ.JÖ3OJ. LO» 

subrayados son nuestro«. 
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ios llaites dentro d© los qua necesariamente 
han de moverse ios poderes constituido« al 
adoptar medidas que incidan sobre el sistema 
económico de nuestra sociedad a*, 

El alcance de esta garantia no llega a significar la 

proclamación de un determinando y concreto «us tema socio-

económico, pero si que significa el rechazo de todo 

sistema económico contrario o negador de dich» 

institución -*5 

ti art Jtí garantiza un» institución que no podri 

ser eliminada por los poderes públicos ya que constituye 

un elemento imprescindible da la Constitución económica, 

ror el contrario la libertad da empresa no significa que 

todas y cada una de las actuaciones de la» empresa« y de 

ios ©aprésanos s#sn libres, sino que mientras el proceso 

económico se desarrolle dentro del principio de libertad 

de empresa no se altera ia prescripción constitucional •*• 

„14 Sent T C de '¿tí de noviembre de 19Ö1 

Jb Este es el significado atribuido a la garantia de la 
propiedad en .a Ley fundamental de Bonn por HAUNZ-DUKIü-
HfcfcZUli, citado por PAhEJü» L . La garantia... op.cit., 
pag ¿4ti. En la misma linea, TUKNUS. J La regulació 
juridica de ia muitipropietat i ies competencies de ia 
Generalitat de Catalunya' , en ia obra colectiva Magia de 
ia—Prooimtmt Col.lectiva Urbana a Catalunya. Barcelona, 
1888, pag 169 

38. Eata as si sentido del voto particular formulado a ia 
Sant. de T.C. de 16 da noviembre de 1Í81-...'el artículo 
38 establece ios parámetro» del orden económico, pero no 
reglas jurídicas de libertad de actuación de la* empresas 
en los concretos aspecto» da la actividad económica. No 
todas las modificaciones de la concreta libertad da los 
empresarios se tienen que situar en el marco del articulo 
jd de ia Constitución, sino que se ubican an aquellos 
campos «speciales a los que se refiera cada tipo de 
actividad. Si la llamada libertad de empresa es un 
principio inspirador da las lineas del orden económico, 
majs»^miia mm^^mMLXMmJM^—^mMÉMáLJbMmm^XiSm^m. .M^mKÈmmmÈmJmmm—m.m.» • ImMmiBmVJalwmaMaWmî ^ 

i JL D B T L mmfl ., a f i C f t P S B miE , fiafcmCft 41 l e l i l í é af mm , U H . fl.ft L B I M i 0 m l f l B 

*awmllaMajmMaÉwmBÍma3mf ....«UM ..«««JmammaBa»»^^ 

" MiiiiMm4MJaAimiiMi.il-.« M a s . » . ». M«Mk• • iiiaJLimiiii.iM^»»)JstB», mm*mJmMUmmL *«V •»daJsiJm- SmMkmMKmmKL·Jm'L·Jmmm-

cana UUciani litadas Y si no as pre«, .JO qua todas las 
actuaclonas da las empresas y da los empresarios saan 
libras, mientraa al orden económico ae desenvuelva dentro 
da los principios da llora empreaa y economia da mercado, 

http://MiiiiMm4MJaAimiiMi.il-
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II i.3.2.2. DERECHO SUBJETIVO 

La garantia institucional nos peralte comprender ei 

significado de la libertad de ««presa COBO derecho. En 

principio toda libertad se configura COBO derecho 

subjetivo. Este derecho subjetivo actúa la protección de 

un interés jurídicamente protegido, constituye un poder 

de acción para defender la integridad de la posición 

jurídica, definida COBO legítima contra ataques o 

vulneraciones injustas. Ei problema radica en que ia 

Consttiucion no delimita este contenido, no define este 

ámbito sino que remite al legislador su regulación. La 

Constitución establece sólo una limitación a la capacidad 

de conformación del legislador. Este deberá preservar el 

contenido esencial del derecho cuyo ejercicio regula. 

'Solo por ley, que en todo caso deberá 
respetar su contenido esencial, podri regularse 
el ejercicio de tales derechos y libertades". 
\ A I* t* , D <J . i.L'. ) 

Al no definir directamente ei contenido del derecho 

se plantea cual es «1 contenido indisponible por ei 

legislador. Por contenido esencial el T.C. entiende 

aquella parte del contenido de un derecho sin 
•1 cual pierde su peculiaridad o dicho de otro 
•odo, lo que hace que sea reconoscible COBO 
derecho correspondiente a un determinado tipo. 
Es taabién aquella parte de contenido que es 
ineludiblemente necesaria para que el derecho 
peralta a su titular la satisfacción de 
aquellos intereses para cuya consecución el 
derecho se otorga" ay. 

las medidas de coerción tendentes a favorecer la .libre 
empresa o la econoaia de aereado aunque limite la 
libertad de los «apresarlos no alteran los térainos del 
articulo 38 . 

37. Sent. T.C. 8 de abril de 1981. Vid. Un comentario de 
•sta sentencia en PAREJO, L . El contenido esercial de 
los derechos fundamental © S wit la jurisprudencia 
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La fijación da este contenido esencial resulta de 

difícil determinación con carácter absoluto» en abstracto 

y a priori 3B, Es por ello que la correcta inteligencia 

del contenido esencial de la libertad de empresa exige la 

conexión del plano subjetivo con el plano objetivo. Debe 

ser contemplada de foraa conjunta la dimensión 

institucional, en la que aparece coao un conjunto de 

valores objetivos de la comunidad eoristitucionaiaente 

sancionadas, con la significación subjetiva» en cuanto 

garantizadora de las situaciones juridicas individuales. 

La Constitución no garantiza un derecho fundamental 

que pueda ser dírectaaente exigido por los ciudadano» 

sino que configura un derecho genérico a una institución. 

Por ello la libertad de empresa no está protegida por el 

recurso de amparo ya que la imputación subjetiva de dicho 

derecho plantea dificultades. En cambio si está 

garantizado constitucionalaente el control de la 

adecuación a la noria fundamental de las regulaciones 

legislativas que puedan atentar contra dicho contenido 

esencial (art. 53.1. CE.) 

La estructura lógica y jurídica de Ja garantía 

prevista en el art. 38 C E . es totalmente distinta de ios 

otros derechos fundamentales Aunque algunos autores han 

intentado identificar un contenido esencial de la 

constitucional: a propósito de la sentencia del Tribunal 
Constitucional de 8 de abril de 1881 , RE.DC. 1981, 3, 
págs.169 y as. El contenido esencial coao concepto 
jurídico indeterminado en RUBIO LLORIMTE, F: La 
Constitución coao fuente del Derecho en La Constitución 
iBjjBUEJBHUüatMÉMaViM-«^^ $ V ™ / * * ^ » ™ m A \M I * w w y 

Pág. 67. 

38. HARTIN R1T0RTILL0. S.,: D*»r«»ehn mdaini.at.rat.ivo 
económico. Madrid, 1888, págs. 152 y as. Bata autor ante 
la iaposibílidad de determinar apriorlsticamente cual es 
el contenido del derecho a la libertad de empresa 
propugna, a la vez que insiste en la faceta da derecho-
libertad, un trataaiento constitucional qua privilegie la 
procedimentalización da las intervenciones públicas 
de limitadoras. 

http://mdaini.at.rat.ivo
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libertad de empresa 3i, ei ejercicio de actividades 

económicas de torna organizada es impensable sin la 

existencia de una Ley que las discipline y regule su 

ejercicio. In este sentido se ha pronunciado el T.C. 

No hay un contenido esencial 
constitucionalaente garantizado de cada 
profesión, oficio o actividad empresarial 
concreta., la regulación de las distintas 
profesiones, oficios o actividades 
empresariales en concreto no es por tanto una 
regulación del _.cieio de ios derechos 
constitucionales garantiíados en los arts. 36 o 
36" *u-

En #1 texto constitucional no se define ningún 

elemento que permita configurar el contenido del derecho 

** Cuando se formula el derecho de propiedad se estt 

reconociendo una forma especifica de poder sobre los 

bienes que comporta facultades dominicales para ios 

sujetos. Pero en cambio, al referirse a la libertad de 

empresa en el marco de la economia de mercado, solamente 

se reconoce la existencia de una institución, que tiene 

multiples acepciones, y que únicamente cuando actua en el 

trafico juridico con la veste de laa personificaciones 

jurídicas refutadas puede ser centro de imputación de 

derechos y obligaciones. La empresa es una forma de 

organización de las actividades económicas característica 

39. Generalmente la doctrina ha identificado une triple 
dimensión de ia libertad de empresa que se corresponde a 
las diferentes etapas de creación, desarrollo y extición 
de actividades económicas, asi se habla de libertad de 
acceso al mercado o de iniciar actividades, libertad de 
ejercicio o de gestión y finalmente libertad de cesación 
o de poner termino a las actividades llevadas a cabo 
hasta el momento. Vid. ROJO, á. op.eit. pág. 316. 

40. Sent. 83/1984, de 23 de julio. (FQ. Ja 3a) 

41. En este sentido 01 OTTO ha puesto de relieve la 
inaplicabilidad del limite del contenido esencial a las 
garantlas institucionales, en La regulación del 
ejercicio de los derechos y libertades. La garantia de su 
contenió esencial en el art. 53.1. de la Constitución ", 
DgftchBi fundmcn talas, y. Constitución, Madrid, 1988, 
Págs. 99 a 102. 
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de la economia contemporánea pero no tiene una base 

individual, «u existe un sujeto imputable, no existe un 

interés individual al que se pueda proteger mediante la 

técnica de la concesión del derecho subjetivo *"d. El 

interés protegido es la existencia misma de empresas. 

Aunque no siempre los titulare« de derechos públicos 

subjetivos sean personas individuales, en el sentido 

individualista de JELUNECR si que es consustancial al 

concepto de derecho publico subjetivo la existencia de 

una persona (física o jurídica) y la atribución de 

facultades, atribución de posiciones subjetivas que 

pueden hacerse efectivas ante quien pretenda alterarlas. 

t*or eilo la libertad consagrada conlleva que su objeto se 

convierta en principio del ordenamiento. El derecho 

subjetivo con propiedad, nacerá en su caso de la Ley *3. 

Estas consideraciones explican que la libertad de 

empresa desarrolle su mayor operatividad en la aplicación 

judicial del Derechp. En el enjuiciamiento de las 

actuaciones publicas sobre la empresa adquiere 

virtualidad el principio de libertad de empresa. Permite 

valorar la intervención al contrastarla con el parámetro 

constitucional **. 

Por esto debe entenderse que el 

principio general de libertad que la 
Constitución consagra autoriza a los ciudadanos 
a llevar a cabo todas aquellas actividades que 
la Lev no prohiba o cuyo ejercicio no subordine 

42~. HáRTIN RET0RT1LL0 considera que el sujeto portador 
del interés protegido con la atribución de un derecho 
subjetivo es el empresario, entendido como titular, es 
decir como propietario del capital, op.cit. pág. 168. 

43. TORMOS, J heg men jurídico de la intervención de 
can i01 precios y lie 

tmiífam, Bolonia, Ü82, paga. 150-151. 

44. Opera sobre todo como un derecho reaccional en la 
formulación de GARCIA DE ENTERRIA, I.: Cur ma da Derecho 
ndmniar.ratiYQ ( U ) , Madrid. 1981, pág«. 47 y ss. 
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a condiciones y requisitos determinados" *s. 

En el art. 38 no se reconoce 

'el derecho a acometer cualquier ©«presa uro 
solo el de iniciar y sostener en libertad la 
actividad empresarial cuyo ejercicio está 
disciplinado" ••. 

El propio Tribunal Constitucional ha precisado que la 

imitación de la capacidad de elección del eapresano no 

conculca la libertad de empresa *"7. El requisito 

fundamental para la existencia de la libertad de eapresa 

45. Sent. T C. 83/1UB4 de 24 d? julio (Fa Jtt ÓQ) 

4b. Sent. T C. 83/11*84 de 24 de julio < Fft Ja 3a) 

47. El Tribunal Constitucional ha destacado la conexión 
entre propietario y empresario y se refiere a este ültiao 
cono titular del derecho a la libertad de eapresa. Este 
ultiao es el que tiene capacidad de elección, de realizar 
opciones productivas. Vid, Sent. T.C. 37/15*87 de 26 de 
narzo Las limitaciones a la actividad eapresarial 
(agrícole) son desde el punto de vista que nos ocupa 
mdisociables de las limitaciones de facultades de uso y 
disfrute de la propiedad rústica, deteramados por la 
función social de esta ultima no hay razón para 
entender que infrinja dicho contenido esencial ahora 
constitucionalaente garantizado aquella regulación legal 
que restringiendo las t.ftCUlLBLuCS , utt* ücc 15lüíi del 
propietario con relación al uso, destino y 
aprovechamiento de los fondos rústicos imponga a este o 
peralta imponerle deterainados deberes de explotación y 
en su caso de mejora, orientados a la obtención de una 
mejor utilización productiva de la (tierra) desde el 
punto de vista de los intereses generales, siempre que 
quede salvaguardada la rentabilidad del propietario o de 
la eapresa (agraria)... La ley no sustrae, sino que 
limita la capacidad de elección del empresario, aquél 

A * 1 ' * * * **W Will ÄÄIfc-aVrtmwmlwii^ÄÄ w l i W * H i l t v v * 4 w i\Jm 

criterios generales establecidos..." (tas Jas, 2a y 5a). 
BASSOLS, constatando la dificultad de determinar el 
contenido esencial de la libertad de empresa, indica que 
la gestión, la autonomia de la misma quizás constituye 
en el fondo el auténtico contenido", op.cit. pag. 152. 
Posteriormente el mismo autor recuerda que la libre 
gestión operativa puede también ser limitada en virtud de 
las habilitaciones contenidas en los arts. 128.2. 
(intervención de empresas) y 129.1 (participación de los 
trabajadores en la empresa) de la Constitución op.cit. 
pág. 153. 
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reside en la no sustracción de la capacidad de decisión 

del empresario *m Por esto libertad de empresa significa 

orden socio-econoaico en el que las eapresai« no sean 

simples ejecutantes de las decisiones adoptadas por el 

órgano central planificador, 

Pero ¿quien es empresario? ¿El que realiza una 

actividad económica de foras organizada y, solamente en 

este sentido la Constitución garantiza un derecho 

publico?. La falta de sustantividad jurídica desde un 

punto de vista constitucional es facilaente perceptible 

porque no cabe la ablación o sacrificio de la situación 

jurídica protegida Hedíante la atribución de un derecho 

subjetivo ai ©apresarlo Cuando, por el juego del art. 

l'¿ti. ¿ se produce la sustracción de un determinado sector 

de la iniciativa privada, el derecho afectado es el de 

propiedad en relación a los diferentes bienes 

patrimoniales, el establecimiento mercantil -la 

organización patrimonial diferenciada susceptible de 

entrar en el tráfico jurídico de forma separada-, las 

acciones o cualquier derecho o ínteres patrimonial 

legitimo ( art. 1 L.E.F.). Por este en el art. 38 no 

aparece ninguna garantia concreta para el titular del 

derecho. En cambio en el art. 33.3 se establece que 

solaaente se podrá ser privado de los bienes y derechos 

por causa justificada y mediante indemnización **» La 

Constitución contempla la dimension objetiva de la 

actividad económica 5 u 

48. Vid. ROJO, á ~öp. cit., pág. 316. 

49. Vid, Sent. T.C. 2 de dicieabre de 1983,: El derecho 
de propiedad, aparece regulado en el art. 33, donde se 
contiene una doble garantía de tal derecho, ya que se 
reconoce desde la vertiente institucional y desde la 
individual, esto COBO derecho subjetivo debilitado sin 
embargo, por cuanto cede para convertirse en un 
equivalente econóaico, cuando ei bien de la coaunidad 
concretado en el art. 33.3 por la referencia a los 
conceptos de utilidad pública o interés social, legitima 
la expropiación". (Fa Ja 8a). 

50. Precisamente el alcance de la habilitación contenida 
•n el art. 128.2 C. refuerza el carácter institucional da 
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El art. 3tf deb« ser contemplado C O B O una garantia 

institucional, lo que significa que no debe ser protegido 

únicamente C O B O un derecho subjetivo del particular sino 

que lo que se protege, lo que se preserva es la 

asignación a unos "sujetos o instituciones de 

determinadas funciones, la atribución a los Bisaos de un 

concreto papel estructural en el sistema total disertado 

por la norma fundamental" ö l. 

Como no estamos ante un derecho fundamental estricto 

sino ante una protección constitucional frente a su 

supresión por el legislador, que es lo que caracteriza a 

las garantías institucionales 6 2, es necesario deterainar 

cual es el significado de la reserva de ley establecida 

en el art. 53.1 C E . El carácter principial de la 

libertad de eapresa refuerza la iaportancia del liaite 

foraal establecido en dicho precepto 5 3. 

11 1 . 3 . ¿ . 3 . wlUflíf iLhUU 1—ALL A ti LL UL LA HfchERVA üh LEY 

la garantia del art 38 C E . La conexión entre aBbos 
preceptos ha sido señalada desde el aisao momento para 
T.C. Vid. Sent, de 18 de noviembre de 1981. La libre 
iniciativa econóaica encuentra su liaite en cuanto 
disponga la exclusión total de la libre eapresa. Vid. 
ALOMSO UREBA, á.; op. cit. pigs 135 y ss. 

5 1 . PAREJO, L . ; ü m £ m a l l a _ 
»^aAAJiBtJaî a»jfc¿BBrtafc«^fcjBMA^a»^B»»»«""^Ji 1 1 i^BtJÉhJfcJÉiiaAjwJa^BJa>BBV 

ififiAlft*. Hadrid 1 9 8 1 , p á g s . 3 1 - 3 6 . 

5 2 . CARRO, J . L . : PQJLÉ1ÍCB\ y reforma u n i v e r s i t a r i a — f i n 
alemán 1 a ii.ioert.aa citriLir IP>. gogantion. nuBeros 
clausus"). Hadrid, 1978, págs. 47 y ss. Este autor expone 
•1 desarrollo del pensamiento institucional y la 
pretensión del aisao en relación a los derechos 
fundamentales. La garantia constitucional de la autonomia 
universitaria se ordena en torno al binoaio garantia 
institucional vs. derecho fundamental. Cf. Sent. T.C. 
26/1887, de 17 de febrero y loa votos particulares. 

53. TORMOS, J . op. cit. pág. 153 y ss. Asi aisao, MAKTIN 
RETORTILLO acerca del valor del cauce procediBentai en la 
deliaitación de la libertad de eapresa. op. cit. págs. 
156 y ss. 

http://ii.ioert.aa
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Cono henos visto el hecho de que no se trate de un 

derecho fundamental en sentido estricto no significa que 

la libertad de empresa sea absolutamente disponible por 

al legislador. La técnica de la garantia institucional 

tiene una finalidad protectora y su siseo origen estriba 

en Imitar la capacidad de conformación del legislador. 

En consecuencia, la configuración constitucional de ia 

libertad de empresa como una libertad comporta que dicho 

principio rija en el ejercicio de las actividades de los 

ciudadanos. En este sentido el T.C ha recordado que 

'el principio general d>» libertad que la 
Constitución (art. 1.1.) consagra autoriza a 
todos los ciudadanos a llevar a cabo toda» 
aquellas actividades que la Ley no prohiba o 
cuyo ejercicio no subordine a requisitos o 
condiciones subordinadas s4. 

El principio de libertad de empresa constituye un 

elemento del ordenamiento objetivo de la comunidad, forma 

parta del sistema axiológico positivizado por la 

Constitución, 5 6 y como tal vincula al legislador,reduce 

su margen de discrecionalidad. La adecuación de la 

potestad legislativa a los parámetros constitucionales, 

controlable mediante el recurso de inconstitucionalidad, 

significa que el legislador al configurar y regular los 

diferentes aspectos de la actividad económica privada, al 

establecer las correspondientes limitaciones, deberá 

obedecer a razonables y proporcionales finalidades de 

protección de bienes e intereses constitucionalmente 

protegidos *•. 

54". Sent. T.C. 83/1984, de 24 de julio (Fa 3a 3a) 

55. Sent. T.C. de 14 de julio de 1981, y voto particular 
de la Sent. T.C. de 13 de febrero de 1881. Sobre el valor 
de los derechos y libertades como fundamentos materiales 
del ordenamiento jurídico entero, PEREZ LUJO, op.cit 

58. Sent. T.C. 4/1988» de 21 de enero, Sent. T.C. 
186/1887, de 11 de diciembre, y par» la doctrina y 
jurisprudencia alemana« vid. REICH, N., op.cit, págs. 99 
jf ato > 
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in al ámbito de la empresa confluyen diferentes 

bienes constitucionalment« protegidos La empresa ea una 

determinada organización dal capital y del trabajo y al 

mismo tiempo los sujeto« que se relacionan de diferente 

torna con la «apresa son también portadores de intereses 

eonstitucionalmente garantizados. En este contcutto la 

reserva de ley no tiene una única función de carácter 

negativo, COBO garantia del ¿abito de libertad individual 

frente a inmisiones estatales, sino que tiene 

fundamentalmente un contenido positivo El legislador 

tiene asignado, en la ordenación conatitucional de laa 

funcionaa estatales, la realización de la concordancia 

practica' entre ios diferentes bienes jurídico« 

protegidos por la Constitución, El legislador debe 

establecer ios liaites de los bienes mterrelacionadoa, 

de los diferentes derechos fundamentales condicionado« 

mutuamente &7 la precisamente en esta coaposicion de los 

intereses en presencia, en esta articulación de derechos 

cuando se realiza la libertad del legislador. La labor de 

mediación, de integración esta reservada al legislador. 

Al reservar a la ley la regulación de determinadas 

materias se garantiza un determinado procedimiento, una 

discusión pública parlamentaria que preata a la noraativa 

resultante un plus de legitiaidad y constituye una 

garantía del pluralismo deaocrático *•. La reserva de ley 

es la regla conatitucional del gobierno público Je la 

econoala ••. El legislador determina el cuadro, el aarco 

57. Sobre el significado de la operación de deliaitación 
que realiza el legislador, vid. especialmente DE OTTO, i 

La regulación del ejercicio de los derechos y 
libertades..." op.clt. pigs. 137 y ss. 

58. Vid., antra otros, DI OTTO, I : ÜMIMSM 
vOflStXtUCtOHB»J» CSXStBBa 00 fUBflLBflJi Barcelona, loor, 
pags. 151 y ss. 

59. GALGANO, F: La liberta de iniciativa económica 
privats nal sistema dalla liberta constitueloan11", en 
Trattato.. op.cit. pág. 515 
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•n «1 que se desarrolla la libertad de «apresa de acuerdo 

con la« exigencias generale» y sociale« öu. 

El significado de la reserva de ley establecida en 

• 1 art. 5a, i- C E . es el determinar el cauce normativo 

para la rsgulacidn del ejercicio de los derechos y 

libertades, COBO el T.C. ha dicho 

'el principio de reserva de ley entraña una 
garantía esencial de nuestro Estado de Derecho, 
au significado último es el de asegurar que la 
regulación de los ámbitos de libertad que 
corresponden a los ciudadanos dependa 
exclusivamente de la voluntad de sus 
representantes, por lo que tales ámbitos han de 
quedar exentos de la acción del ejecutivo y en 
consecuencia de sus productos normativos que 
son loa Keglanentos. El principio no excluye, 
ciertamente la posibilidad de que las leyes 
contengan remisiones a • normas reglamentarias» 
pero si que tales remisiones hagan posible una 
regulación independiente y no claramente 
subordinada a la ley, lo que supondría una 
degradación de la reserva formulada por la 
Constitución en favor del legislador ei. 

El Tribunal Constitucional ai determinar ei 

significado y alcance de la reserva de ley contenida en 

el art. 53,1. en relación a la libertad de empresa parte 

ÖU. OALGAMO, F. "Art, 41" en CQ—intUlQ. . ... op.cit. 
pig.8, especialmente la nota 7 donde se recoge la 
jurisprudencia constitucional italiana y señaladamente la 
Sent, de 20 de diciembre de 19(88 na 133; "La reserva de 
ley deriva tanto de los principios generales informadores 
del ordenamiento democrático según el cual todo limite 
impuesto a los derechos de los ciudadanios precisa del 
consenso del órgano que encuentra en estos propia 
investidura cuanto de la exigencia que la valoración 
relativa a la conveniencia de la imposición de uno u otro 
limite sea efectuada teniendo presente el cuadro general 
de las intervenciones estatales en la economía e 
integrando la medida concreta en este marco, y por tanto 
tal decisión compete al Parlamento como órgano del que 
emana la dirección política del Estado . citada también 
por TORNOS, J.: La relación entre la ley el reglamento: 
reserva legal y remisión normativa. Algunos aspectos 
coflictivos a la luí de la jurisprudencia 
constitucional % i.A.P, 1S83, 100-102. Pag. 488. 

81. Sent. T.C. 83/1884 de 24 de julio (Fft 5 Q 4a) 
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de una división vertical de dicha «atería. La normación 

de los aspectos básicos, fundamentales de la materia, es 

competencia del legislador. Este no puede usar de torna 

discrecional la facultad de resusión al Reglamento, La 

ley ha de constituir el marco de cualquier posible 

normativa ulterior y por ello la preexistencia de la ley 

es totalmente necesaria eíí La reserva legal significa que 

no es posible una remisión en blanco, la habilitación a 

la administración debe contener algo más, la ley debe 

fijar los criterios rectores, ios fines u objetivos que 

la reglamentación ha de perseguir 8S. 

TORNOS ha puesto de relieve la necesidad de atender 

a ios criterios que dominan la razón de ser de la 

institución de la reserva legal para determinar con 

precision el alcance vertical de la misma •*. Asi la 

expresión '"solo por ley' tiene un diferente significado 

según el tipo de derecho al cual se refiera. Es distinto 

el alcance de la reserva de ley en ios derechos 

fundamentales de libertad, que en los derechos de 

prestación o en los derechos de tipo colectivo 8Ö. En 

bi. La reserva de ley simplemente formal, la actuación de 
la ley sin contenido sustantivo, de forma que sirve 
meramente como autorización para el Reglamento solo se 
admite en aquellos paisas que carecen de justicia 
constitucional. Cf. CARLA5SARE» L.: Reglamenti 
dall esecutivo t PilIiClPÍO.—de lcgttlita. Padova, 1866, 
Pág. 128. en TORMOS, J: La relación entre la Ley y el 
Reglamento reserva legal . ..", op. cit.. 

63. Sent. T.C. 83/1864. de 24 de julio (Fß Ja 4ß). La 
intervención del Reglamento en el ámbito de los derechos 
fundamentales ha sido admitida por la jurisprudencia del 
T.C. Sent, de 13 de febrero de 1981 (Centros Escolares) y 
16 de noviembre de 1981. En esta última resolución no se 
plantea tanto el problema de si la ley del Parlamento 
vasco 3/1982 afecta al contenido esencial de la libertad 
de empresa como si el alcance de la reserva de ley del 
art. 53.1. C E . exige ley estatal. 

64. Op.cit págs. 482 y ss. Este autor utiliza una 
expresión muy gráfica: escala de la reserva legal , en 
pig. 506 

65. La distinción entre derecho de libertad y derecho 
prestaeional en Sent. T.C. 4/1988, de 21 de enero y sent. 
T.C. 99/1985, de 30 de septiembre. 
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estos últimos supuestos ei protagonismo del Keglaaento 

puede ser ais amplio **», El sentido de la reserva legal es 

el de imponer una actuación del legislador. 

El carácter institucional de la libertad de empresa, 

la poca consistencia del contenido esencial de dicho 

derecho determinan el alcance de la lev de remisión. La 

reserva de ley no pretende en este supuesto una 

regulación material del ejercicio del derecho por parte 

del legislador, pero como el propio Tribunal 

Constitucional ha indicado será inconstitucional una 

remisión en biaco o una deslegalizacion y por tanto la 

ley de remisión deberá tener un contenido sustantivo *7. 

Asi. el contenido de la ley deberá consistir en 

determinar el alcance y finalidad de la intervención de 

la Administración, precisando el procedimiento, la 

organización, los instrumentos y los criterios básicos 

que deben guiar el contenido material de la actuación 

administrativa. En palabras del T.C. es el legislador 

Imitación mm. La ley deberá acotar, delimitar el 

bò. Ademas en este último supuesto la intervención de la 
Administración se produce no solamente ostentando una 
potestad de normacion sino también potestades de 
ejecución frente al ordenamiento. Sent. T.C. de 16 de 
marzo de 1881 (FQ. Ja 5a), en relación al art. 20 C E . 
Recordemos que en relación a las libertades proclamadas 
en dicho precepto, el T.C. ha puesto de relieve tanto su 
carácter de libertad, en el sentido de protección frente 
al poder público, como de garantia de una institución 
política fundamental, que es la opinión libre, requisito 
del funcionamiento del Estado democrático. Siendo esta 
dimensión de garantia institucional la que otorga a las 
libertades del art 20 C E . una valoración que trasciende 
a la que es común y propia de todos los derechos 
fundamentales. Sent. T.C 12/1982, de 31 de marzo y Sent. 
T.C 104/1886, de 17 de julio. 

6?. La distinción entre la técnica de la deslegalizacfion 
y la remisión normativa en GARCIA ENTEHH1A, E. y 
FERNAMDEZ RODRIGUEZ, T.R.: Curao dm Derecho 
Administrativo fl). Madrid, 1983, págs. 287 a 277; 
TORMOS, J. op.cit. págs. 503 y «s; DI OTTO, I. :op.cit, 
Págs. 226 y ss. 

68. Sent. T.C 83/1884, de 24 de julio (Ffl Ja 3fl). 
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ejercicio de la potestad reglamentaria de la 

Administración, 

Este ea precisamente el significado de la Ley de 

Reconversión y Keindustrialixación Sl* , En dicho t 

establecen los fines» procedimiento» organización y 

medios de la actuación administrativa remitiendo a la 

administración la instrumentación y concesión de las 

medidas a adoptar en cada sector en concreto. La ley fija 

inclusu el contenido mínimo de la reglamentación 

sectorial, determinando el alcance de la regulación 7° , 

Para terminar la cuestión relativa a la 

instrumentación normativa es preciso tener presente que 

la Constitución no solamente ha operado una delimitación 

vertical de la materia reservada a ia ley, el contenido 

esencial del ejercicio de los derechos fundamentales, 

sino que también ha procedido a tal delimitación en base 

a un criterio horizontal. Únicamente un sector de la 

tíy. No entramos ahora en el detalle del contenido de ia 
L.R.K. pero este viene también determinado por el alcance 
de la reserva de ley en otras materias, especialmente de 
carácter tributario. Carts. 31.1. y 133.1. €,£.) Sobre el 
alcance de la reserva de ley en materia tributaria vid. 
Sent. T.C. 8/1983, de 4 de febrero y Sent. T.C. 178/1985 
de 19 de diciembre. En la doctrina existen diferentes 
posiciones que varían en cuestión de matices. Vid. 
ALBINANA GARCIA QUINTANA.: Comentario al art. 3.1. , en 
Comentario« dirigidos por áLZáGá; CAZORLA, 
Comentario al art. 31", en Comentar loa,.. dirigidos por 
GARRIDO FALLA; FALCON TILLA, El Decreto-ley en materia 
tributaria", R.I.D.C., 1984. lOpágs. 183 y ss; PEREZ 
ROYO, F.: Principio de legalidad, deber de contribuir y 
decretos-leyes en materia tributaria", i.E.D.C*. , 1985, 
13, págs. 41 y ss. Cabe destacar que toda la polémica 
gira en torno a la determinación de cuál es el contenido 
esencial o elementos nucleares de un tributo, pues en 
ésta esfera no podrá entrar el Decreto-ley en base a la 
reserva del art. 53.1 C. Las consideraciones al hilo de 
dicha problemática son útiles para establecer los 
criterios de delimitación entre Ley y Reglamento. Asi 
operará el T.C. en la segunda sentencia citada. 

70 El análisis de la relación Ley-Reglamento en la 
reconversión industrial será objeto de atención en el 
capitulo siguiente de este trabajo. 
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Batería "empresa" asta reservado a la ley. No todas las 

regulaciones qu incidan sobre dicho ámbito están 

reservadas a la ley, sino solamente las que incidan sobre 

la libertad de decisión, sobre la libertad de empresa 

COBO derecho fundamental. El problema reside en COBO 

atender en la practica a dicha separación Batería!, por 

ÍQ que dificilmente parece operativa esta distinción una 

vez aceptado el papel del Reglaaento COBO colaboración 

normativa, como complemento necesario de la ley 7*. 

il·lf mt a » i* inAiilh faff M iSiAiJBiiSiffi ÉBIBBIIII ¡ JlM!iiiBÏ»lmiT laÉiiiiaiiim6&mmA^mimm&t JBMU»M i i mtkttÉk t§mtEmmBmmbmE*mRi\ 
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L L . Ï . I . SISTEMA CüNSTlTUCiÜKAL Ï ESTATUTAK1Ü \¡g 

71. La intervención del Reglamento es especialaente 
relevante en el derecho público económico. La 
heterogeneidad y complejidad de la realidad subyacente, 
la necesidad de una intervención administrativa rápida y 
variable y el carácter detallista y minucioso de las 
regulaciones explican la iaportancia del Reglaaento en la 
ordenación de las actividades econóaicas. La reaisión ai 
reglaaento con instrumento complementario de colaboración 
en la producción normativa se fundaaenta en la 
complejidad técnica, la prontitud de actuación y las 
precisiones normativas" . Precisamente esta terminologia 
se utiliza al enjuiciar la posibilidad de regular por 
parte de la Administración las condiciones de fabricaión, 
distribución o prestación de bienes y servicios (Sent. 
T.C. 71/1982, de 30 noviembre). La Sent. T.S. de 28 de 
octubre de 1885 (Ar. 5328) destaca que la Administración 
tiene por sus propias características mayor idoneidad 
para resolver cuestiones de especialización técnica. 
Desde otra perspectiva, SARCIA NACHO ha puesto de relieve 
la insuficiencia del procedimiento de urgencia en la 
tramitación de leyes cuando se trata de cuestiones de 

política económica., Reaorya di l&i x MteMísá 
reglamentaria. Barcelona, 1867, pig. 192. 
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Antes de exponer »i iiätena diseñado por la 

Constitución queremos precisar algunas cuestiones de 

orden metodologies, fan primer lugar indicar que na 

analizaremos con carácter general ei nádelo de 

distribución cuBpttencmí, ni las cuestiones que «i mismo 

suscita sino que nos cení renos únicamente ai reharto de 

aquellas competencias que inciden en la actividad de ios 

atientes económicos IUI En segundo lugar examinaremos 

única y exclusivamente el régimen competent- ial de ¿as 

Comunidades Autónomas en situación de autonomía plena, «s 

decir las que se rmen por un Estatuto de Autonomía 

promulgado al amparo del art 151 C E . y i as dos qua a 

pesar de haber elaborado su Estatuto a traves de la via 

prevista en el art. 143 C E han visto ampliadas (o 

garantizadas' sus competencias a traves de sendas leyes 

orgánicas de transferencias i a a . 

151 ti sistema constitucional de reparto de competencias 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas na sidu 
tratado ampliamente por la doctrina indicamos solamente 
los trabajos de caiacter mas general o que plantean las 
cuestiones principales y ensayan diferentes tipologías en 
orden a la naturaleza de competencias. MUNUi. MACHADO1, ¿. • 
fc-i ÜexfgftQ futiijÇQ dje_ÍJL£ Comunidades Autónoma« < I ) y 
(11), Madrid, 1982 y itítí4 respectivamente, AJA, E.. 
TüHMOli. J, PEhULLES. J.H. ALBEKTl. fc. . ai a ist.ana 
IMXÀÚAL·li de JAS Comunidades Autónomas , ÜAhCÍA DE 
ENïfchhiA, E.. ios diferentes trabajos recopilados en 
Estudios aubre AaiJdiuiLUUi- lemtyriaies, Madrid, idoo. DE 
ÜTTO, I . . la recopilación fcfitmUQg ŝ faJLÉL̂ ei'i.'wiiy-eiStatal 
y. autonómico, Madrid, lüdb y yereiliy- w'misULuwiwnai.. 
SiltCBl dt íuentffS» Barcelona, laöö, especialmente pag. 
242 y ss.; las obras colectivas urbanización territorial 
del Estufo, (Comunidades Autónomas), Madrid, ldb4 y La 

Constitución I^IAS fuentes dei Jiexecnu. Madrid, iao2. Un 
tratamiento singularizado de las materias económicas en 
wwM*»"-"'-'""iSfci'«a»M^^ Si»A»«aÉ»l·L3»Ja»»bJ>Jw\^É«.i M iaiA~at^h«J**-»ja»^s> 
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• * • B a i l tf n.i,,. »J!JwMEwfiL^-m»M m ,,„£« m • • *JbJBmi***dtàidaAjBÈJ^ * ** * * •*•» <*«*#*» 

por ttAKCIA DE ENTERRI A, E. (que escribe al mismo tiempo 
un sugestivo estudio preliminar) Madrid, 1Ö8Ü. El estudio 
de dicho tema en la Constitución española es obra de 
MUHOZ MACHADO, S., pig. 311 y ss 
Aa* Como es bien sabido, las Comunidades Autónomas 
institucionalizadas a través de la via del art. 143. C E . 
no disfrutan en la actualidad del máximo nivel de 
coapetencias y se encuentran en una posición que se ha 
convenido en denominar de 'autonomía plena diferida al 
tener que dejar transcurrir un periodo de tiempo para 
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Da acta turma tomaos en consideración las 

Comunidades Autónomas del Pais Vasco, Cataluña, Galicia» 

Andalucía. Canarias y Comunidad Valenciana porque es 

precitamente en al' ámbito de la economia donde ras id« la 

diferencia sustancial entre una y otra situación 

competencial. »obre todo si atendemos a ia« 

earecteristicas socio-económicas de las mencionadas 

C.C.A.A. *»• y »•«. 

acceder ai techo competencia 1 habilitado por ia 
Constitución vart. l'lö ¿ C E . ) . La fórmula a seguir para 
ampliar el ámbito de competencias no esta acordado en la 
actualidad y continúan planteándose serias discrepancias 
en torno a ia misma. Uiserepancias que giran 
fundamenta imente en torno a dos vías; reforma de los 
Estatutos o recurso a ios mecanismos previstos en el art. 
150 C.I. 

**• No incluimos Navarra debido a su peculiar posición 
estatutaria y régimen competencia i edificiimente 
explicables en base a ia Disposición Adicional iaj. Son 
muy ilustrativas las palabras utilizadas por TUHAb y 
VALIENTE, ¥.: "quizas pudieri especulativamente dudarse 
de la escrupulosa constitucionalidad del peculiar proceso 
de acceso de Navarra a su actual régimen autonómico; en 
cualquier caso, como nadie impugnó ante el Tribunal 
Constitucional ninguna d« las normas que lo han 
desarrollado y como, obviamente, el Tribunal carece de 
iniciativa, esta es una cuestión opinable, pero sin 
resolución jurisdiccional posible", en el "Informe sobre 
el tribunal Constitucional español , en Tribunales 
I g a i t t a s U a v A J a l l B M M A M , j í ,„ ^mSKLMMMÀààmLmMMmi «m m. n nmVniB.AniAm îiisMlaâ iw ŝVdamV»AJBiiaml > 

Hadrid, 1885, pig. 158. Aunque el Tribunal 
Constitucional, con ocasión de un conflicto 
(sorprendentemente ni en «1 encabezamiento de la 
sentencia ni en los fundasentos y posterior fallo se 
precisa la naturaleza del mismo), tramitado a través del 
procedimiento previsto an el art. 161. i C E . y 
desarrollado en el Titulo V de ia L.ü.T.C. planteado ante 
dicho órgano, ha precisado que "el hacho de que el acceso 
de Navarra a su actual régimen autonómico se haya llevado 
por una via peculiar... no supon« que no le sean 
aplicables las disposiciones constitucionales o que quede 
al margen de ellas... La Comunidad Foral de Navarra se 
configura dentro de ese mareo constitucional, como una 
Comunidad Autónoma con denominación y régimen 
específicos, que no excluyen su sometimiento a los 
precepto« constitucionales que regulan el proceso 
autonómico . (S.T.C. IB/1884, de S de febrero, FaIa3oJ • 

*•*• Aunque en la actualidad las C.C.A.á. con menor nivel 
áe competencias centran sus reivindicacionea en tesas 
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Coao lia sido aap li anan te expuesto, ai sistema 

espartol da asignación de responsafoi Udades ae instrumenta 

••dianta tas dos listas da competencia« previstas en los 

arta, 14b y 148 C.i,. Aunque al listado dai art. 14e\ i 

C E , tenga un interés reducido ai analizar las 

competencias de las Comunidades Autónomas a its qua nos 

ceñiremos nos referiremos bravamente ai mismo porqu«* 

tiene el valor de expresar ai ámbito material que ai 

constituyante entendió podia ser asumido sin limitaciones 

por todas las Comunidades Autónomas *•*. 

El art. 1411,1 C E , indica qua las "CCA.A, podrán 

asumir competencias en iaa siguientes aateriaa", 

estableciendo por tanto un listado abierto que deberá aar 

concretado, de acuerdo con el art. 147.2,d. CE., por loa 

respectivos festatútos de Autonomia; norma que tiene 

constitucionsInente asignada la función da precisar y 

del carácter de servicio público (sin entrar ahora en 
considaraclonas dogmáticas) que raunen ias mencionadas 
actividades y que se contraponen ai carácter complejo del 
ejercicio de las competencias da carácter económico. 

*** El papel de disposición transitoria que se asigna al 
art. 148 CI., en al aentido da configurar un limite 
temporal para aquellaa CCA.A. qua accedieron por la via 
del art. 143 C E . a su autonomia» no puede comportar una 
ainusvaioración del sancionado precepto. Si las 
previsiones dal art. 148.1 «arcan la mata final, al tacho 
autonómico máximo, las del art. 148.1 plasman el ámbito 
autonómico minimo, siempre dentro dai principio 
dispositivo que rige la asunción da competencias por 
parta da las CCA.A. Al carácter transitorio se refiere 
TURNOS, J., an la obra colectiva: ¡alaterna, .lurid loa Je las 
CüBUfUdadejl, , Autonom, op. cit., pag. 118; CUSCULLUELA, 
L.: "La determinación constitucional da las compatencias 
da las Coaunidades Autónomas M.A.f».. 1878, 88, pág.8 y 
ss.; y a la posibilidad da ana meta final an la qua las 
CCA.A. podrán situarse en igual techo autonómico, se 
refiera, entra otros autoras*. MURüZ MACHADO, S.. Las 
competencias an mataria económica dal Estado y da las 
Comúnidadea Autónomas. Aspeetoa jurídicos dal sistema 
econóaico an la Conetitución espaftola da 1878." an la 
obra colectiva dirigida por GARCIA OI ENTERRIA, E.: LA 
dlatr ibuc ion da .Ul lia CQMitgnci»» ... aconóiicaa—SJQLLLB—al 
mitt cant n i y l u gutonaglii , tirritoxialaa , an—«i. 
Dtracho opaparada y la Conatitucion tapártela, Madrid, 
18Ö0, pág. 337, 
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atribuir la« eoaaatatteia* a la« C.C.A.A. Auenas, an «i 

supuesto da la« denoamadas C.C.A.A. da prisar grado, an 

virtud de la clausula rtaidual dal art, 149.3 C.I.» 

f.--Airan asumir las vuap«tcneias qua no ante« expresamente 

rw.-servsuas al Estado a« •! apartado p n a e r o de dicho 

art icu io. 

La extensión da las competent; las estalaias previstas 

en «I art. 148.1 C K , deberá »er interpretada de foraa 

sisteaatica, integrando las diferentes referencias al 

Bodelo de distribución d« competencias dispersas en el 

texto constitucional *••. De foraa especial debaaos 

referirnos m ios principios sobre los que se fundamenta 

la organización . territorial del poder estatal, 

establecidos de foraa nitida en el encabezamiento dal 

texto constitucional i 

"La Constitución se fundamenta en la 
indisoluble unidad de la Nación española, 
y reconoce y garantiza el derecho a la 
autonoaia de las nacionalidades 1 regiones 
que la integran y la solidaridad entre 
todas ellas." (art. '¿). 

Este precepto no es una aera fóraula retorica sino 

el fundamento del aodaio organizativo diseñado por el 

constituyente. Unidad y autonoaia son eleaentos 

indisociableo qua rigen el sistaaa da distribución y 

articulación da los podaras da las deferentes instancias 

tarritorialaa y qua tienen su coapleaento an diferentes 

aecanisaos y técnicas da integración de las partes en el 

sisteaa. fsta función la euaple en primer lugar el 

principio da solidaridad, aatablecido an el aiaao art. 2 

C l . , qua tíana una dobla vertíante en nuestro sisteaa; 

llaíta negativo al ajareicio da las competencias y 

fundaaanto da la obligación positiva da los podaras 

•«• Sobra 1« tntarprataelón aisfceaifcica de la 
Cuaafclfcueaeii vid. auto dal T.C. 60/1961 da 1? da Julio 
(caao Araada), citado por MARTI« RETORT IL LO, L.: El Z¿S 
an la iurigprudsnei« fingt!teclañaI« Madrid, 1987 y 
S.T.C. 5/1983, da 4 da febrero. 
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ptiMioM úm or »«niar •«« actuaciones Hacia la eonMOtteion 

de determinados objetivos. También cunpian «si« finalidad 

los principio« da i mrt. I3i. €.1«, y la« técnicas de 

integración coapetenoial previstas en el art. 14«, C.8.: 

division de funciones y mecanismos de cierre del apartado 

tercero. 

La asunción estatutaria de competencias deberá ser 

pues interpretada a la luí dea carácter de minimo 

sustrato competencial que tienen las materias referidas 

en el srt, 14o 1 CE.. Ninguna de las competencias 

previstas en dicho precepto, asignada a una Comunidad 

Autónoma mediante su correspondiente Istatuto de 

Autonomia, puede quedar desdibujada por el juego de la 

interpretación del art. 14», i C I . *•». Aunque no cabe 

desconocer que el carácter, la naturaleza y ia amplitud 

con que se asumen las compteneias por parte de las 

Comunidades Autónomas deriva de la interpretación del 

listado del art. 148 CM. en relación con el que contiene 

el art. 141). L C E . *»*. Puesto que partimos del dato de 

la mayor plenitud de competencias autonómicas (al 

referirnos a las C.C.A.A. de primer grado), no queda 

nueco entre las facultades asumidas por las Comunidades 

Autónomas y las reservadas al Estado y cabe por lo tanto 

deducir el carácter vinculante de la lista de 

atribuciones que contiene el art. 148.1. C E . ***. 

IST vid, # n este sentido Voto particular del magistrado 
LEGUINA, J. en ia 5.T. C. 140/1888, de 25 de noviembre. 

**• MUiOI MACHADU, S.: ütitBChP, FubllCQ- • • I» op. cit., 
pág. 334 y GAhCiA DE ENTERK1A, £.. La significación de 
las competencias exclusivas del Estado en el sistema 
autonómico", R.g.n.c. 1882. 5. II art. 148. C I . es 
considerado coso ei verdaderamente decisivo para la 
distribución de las competencias por ENTRENA CUESTA, R. 
en: "Comentario ai art. 148 , en los Cammmta^fo^ f la 
CanettituaiAn. editados por GARRIDO FALLA» F. Madrid, 
1980, Pág. 184. 

xes cf. MU HOZ MACHADO, S.: DorttCilQ Fút»ÜCQ. • •. I. op. 
cit.: Entre io que establezca el art. 148.1 coso 
competencia posible de isa Comunidades Autónomas y las 
reservas que formula si art. 149.1 en favor del Estado, 
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queda un asp lio ««pac id que •• «i lugar de 
desenvolvimiento de lo« tatatutos da las Comunidades da 
pna«r grado. Lo cual no significa que en alguna ocasión 
no 9« produces una coincidencia exacta antro las 
competencia» de las referidas Comunidades y la« prevista» 
su 9í art. 148,1 fctftto. .QcilEfirft cu au fatu diiiiCliy llfifisfttiO 
Bflngii i a fl4Bttiii8.is.it.flB 8ff ¡LáM cuamtxUadas. AuLühuitas Luuttü 
lia soietlttngiii no reasrvaüas ai ÍZLAÚU. en decir por 
tanto cuando nu Ucic fungan iMitfifl tntfi I « facultadas 
que entrega a las Comunidades Autónomas y las 
competencias estatales dal art. 149", pag. 341. Añora 
bien «1 carácter fundamental de lo« Estatutos para 
conocer las competencias da una Comunidad Autónoma daba 
ser enrocado desde al principio da conformidad a ls 
Constitución, Los posioles conflictos daban resolverse 
desde «1 parámetro prevalent« d« la Constitución. A asts 
respecto la doctrina del Tribunal Constitucional es muy 
expresiva: turn d«termm*r si una materia «s de is 
competencia del Estado o de la Comunidad Autónoma o si 
existe un regimen da concurrencia, resulta en principio 
decisorio el texto del Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Autónoma, a través del cuai se produce la 
asunción de competencias, Si el examen del Estatuto 
correspondiente revala que la materia de que se trate no 
esta incluida en el mismo, no cabe duda que la 
competencia sera estatal, pues asi lo dice expresamente 
el articulo 148.3 da la Constitución. Esta afirmación, 
sin embargo, no debe llevar a la idea de que, una vez 
promulgado el Estatuto de Autonomia, es el texto de este 
el que tínicamente debe ser tenido en cuenta para realizar 
la labor interpretativa que exige la delimitación 
competencial. Si se procediese asi, se estarla 
desconociendo el principio de supremacia de la 
Constitución sobre el resto del ordenamiento jurídico, 
dal que los Estatutos de Autonomia forman parte como 
norma institucional básica de la Comunidad Autónoma que 
•l Estado reconoce y ampara como parta integrante de su 
ordenamiento jurídico (articulo 14/1 de la 
Constitución). Ello supone, entra otras posibles 
consecuenciaa, quo el Estatuto da Autonomía, al igual que 
el resto del ordenamiento jurídico debe ser interpretado 
siempre de conformidad con la Constitución y que, por 
ello, los marcos competèncialas que la Constitución 
establece no agotan su virtualidad en el momento de 
aprobación del Estatuto de Autonomia, sino que 
continuarán siendo preceptos operativos en el momento de 
realizar la interpretación de los preceptos de éste s 
través de los cuales se realiza ls asunción de 
competencias por la Comunidad Autónoma (S.T.C. de 4 de 
mayo da 1982). Dicha operación interpretativa permite 
precisar el alcance del precepto estatutario: si no es 
contrario a la Constitoeién deberé ser tomado en 
consideración para modular y determinar con precisión el 
alcance de la coapetencia estatal. 

http://fl4Bttiii8.is.it.flB
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tinalaente quisiéramos precisar que procederemos a 

«xponer el orden competencia! J« los Lenas económicos sxn 

entrar a considerar, en esta prmera fase, algunos 

problemas apurativos. Ueüera distinguirse, pues, entre 

la titularidad efectiva de la competencia y los 

condicionamiento« a su ejercicio; diefca distinción es 

fundamental para comprender el modo de operar las 

potestades por parte de los diferentes entes 

territoriales. Junto a esta cuestión los problemas más 

generales son la caracterización - interpretación - son 

precisión del significado de las competencias por el 

problema de la implicación de unos asuntos en otro«, por 

la imbricación de materias, entrecruzaniento e 

interpelación de títulos y las dificultades que derivan 

del limite territorial que circunscribe el ejercicio de 

las competencias. 
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